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Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Extranjeras en el Ecuador 
 
El presente proyecto de investigación tiene como objetivo insertar dentro del marco jurídico 
adjetivo nacional un procedimiento judicial, especial y autónomo, que regule los procesos de 
reconocimiento y ejecución de sentencias y resoluciones judiciales dictadas por órganos 
jurisdiccionales extranjeros. Con la inclusión de este nuevo procedimiento, se busca que sean 
aplicables los convenios internacionales ratificados por el Ecuador en la materia referida y así se 
pueda obtener una real eficacia extraterritorial de las resoluciones judiciales. Así mismo este 
proyecto pretende crear una solución a los conflictos legales disímiles que tienen los órganos 
judiciales ecuatorianos al momento de conocer los procesos de reconocimiento y ejecución de 
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     Nos encontramos en una época caracterizada por cambios acelerados en todos los órdenes, 
sistemas y estructuras. Las facilidades comunicacionales han acortado tiempos y distancias, así 
como la economía y los negocios se han internacionalizado por efectos de la globalización que  
desafían fronteras y conceptos de soberanía nacional, todo lo cual obliga a modificar los 
paradigmas que regían anteriormente. 
 
 
     Ciertamente el Derecho no puede quedarse atrás  en un mundo en que presenciamos cómo 
los negocios empiezan y  concluyen en tiempo presente, aunque cientos y aún miles de 
kilómetros separen a los contratantes, sin que sea impedimento alguno el que existan líneas 
limítrofes entre los Estados. Los increíbles avances de la ciencia y la tecnología, por otro lado, 
han provocado revolucionarias alteraciones en los instrumentos y en los procedimientos de 
asunción y de cumplimiento de derechos y obligaciones.  
 
 
     El tema del reconocimiento y ejecución de las resoluciones judiciales extranjeras es 
constante, pues conforme se incrementa el tráfico mercantil transfronterizo y las relaciones de 
índole no patrimonial, van presentándose con mayor frecuencia, casos en que se pretende 




     Por lo antes mencionado hay que modificar los paradigmas y, superando los estrechos 
conceptos de la soberanía de los Estados, procurar que las sentencias y otras resoluciones 
judiciales se reconozcan y ejecuten a fin de que las fronteras no sean utilizadas como medio 







1.1 Planteamiento del Problema 
 
     El reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras es un procedimiento enmarcado 
dentro de la Cooperación Judicial Internacional, el que ha sido instituido en el Derecho 
Internacional Privado por la Comunidad Internacional en razón de la necesidad de los Estados y  
de los ciudadanos de que los fallos judiciales puedan tener eficacia extraterritorial, necesidad 
que está directamente relacionada con el fenómeno de la globalización que afronta la sociedad 
mundial en la actualidad.  
 
 
     A consecuencia de esta imperiosa necesidad de eficacia extraterritorial en fallos judiciales, el 
Ecuador ha suscrito varios convenios y tratados  referentes al reconocimiento y ejecución de 
decisiones  judiciales extranjeras. Sin embargo no existe una norma procesal interna que regule 
dicho reconocimiento y ejecución, lo cual genera conflictos de aplicabilidad de tratados y 
convenios internacionales que nuestro país ha ratificado en la materia y dificulta la aplicación 
del principio de reciprocidad con otros países. 
 
 
     El Ecuador necesita crear un procedimiento especial y autónomo para tramitar los procesos 
de reconocimiento y ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras, lo cual 
permitiría una aplicación real de los convenios y tratados suscritos en la materia y así se podría 
lograr una verdadera eficacia extraterritorial de las decisiones extranjeras en nuestro país. 
 
 
     A pesar de que el problema procesal relacionado con el reconocimiento y ejecución de 
sentencias extranjeras abarca toda la circunscripción nacional, el sitio donde se realiza la 
investigación de campo contenida en el presente proyecto de titulación es en la ciudad de Quito, 
específicamente en las dependencias de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, judicatura 
determinada como Autoridad competente para el reconocimiento de sentencias extranjeras, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 143 del Código Orgánico de la Función Judicial, así 
como en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, cartera de Estado que 
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     Con estos antecedentes se evidencia que la presente investigación pretende solucionar el 
problema de heterogeneidad de criterios que existe en nuestros jueces y juezas al momento de 
atender las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, cumpliendo así 
las disposiciones contenidas los tratados internacionales relativos a la materia. 
 
 
     Por último, este problema se encuentra delimitado dentro del ámbito jurídico del derecho 
internacional privado, enmarcado específicamente en el área de la cooperación judicial 
internacional de “tercer grado” o ejecutiva, lo cual hace indispensable el estudio científico de la 
Constitución de la República del Ecuador, la Convención Interamericana sobre Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales, el Código de Derecho 
Internacional Privado Sánchez de Bustamante, el Código Orgánico de la Función Judicial y el 
Código de Procedimiento Civil; cuerpos legales fundamentales que nos darán las directrices 
necesarias para determinar la necesidad de crear una normativa procesal específica que regule el 
proceso de reconocimiento de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras en el Ecuador. 
 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
 
     Si bien, el avance global de las relaciones comerciales ha sido el motor fundamental de los 
Estados para procurar eficacia internacional de las resoluciones judiciales, en el Ecuador, debido 
al fenómeno migratorio causado por la crisis financiera de 1999, la búsqueda de esta eficacia 
alcanza mayor importancia en conflictos de carácter no patrimonial; es decir controversias 
relacionadas directamente con el Derecho de Familia, sean éstas asuntos de filiación, patria 
potestad, guarda y custodia, divorcio, alimentos, etc.  
 
 
     El flujo constante de migrantes ecuatorianos ha causado un fenómeno social de gran 
conflictividad nacional, pues la estructura familiar se ha visto destruida por las urgencias 
económicas que han buscado satisfacer nuestros compatriotas más allá de las fronteras 
ecuatorianas. Esta disgregación familiar en los migrantes ecuatorianos ha producido conflictos 
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jurídicos que son presentados a ser resueltos por los tribunales o juzgados competentes en el 
territorio donde estén domiciliados dichos compatriotas. 
 
 
1.1.2 Delimitación del Problema 
 
     Por lo antes mencionado el problema de estudio se encuentra enmarcado en la familia del 
migrante ecuatoriano que ha buscado resolver sus controversias bajo el régimen de una 
Autoridad Jurisdiccional extranjera y procura que dicha decisión pueda ser aplicada sin trámites 
innecesarios en su país natal, garantizando así la tutela judicial efectiva para un grupo 
considerado constitucionalmente como vulnerable. 
 
 
1.1.2.1 Universo geográfico espacial 
 
     Por ser un problema jurídico de carácter procesal, el universo geográfico espacial lo 
componen las autoridades jurisdiccionales ecuatorianas, específicamente las Cortes Provinciales 
de  Justicia, en razón de ser las judicaturas competentes para el reconocimiento de sentencias 
extranjeras; los jueces de primera instancia, por ser el éstos quienes deben ejecutarlas y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, el cual actúa como canal diplomático 
entre el Ecuador y los demás Estados. 
 
 
1.1.2.2 Universo histórico temporal 
 
     A pesar de que el Código Orgánico de la Función Judicial dio un gran paso procesal al 
determinar las competencias de reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, la 
problemática persiste en razón de que el Ecuador, a lo largo de la historia, no ha tenido un 
cuerpo legal que regule el procedimiento para dicho reconocimiento y ejecución, lo cual ha 
producido una inaplicabilidad de los postulados contemplados en los convenios internacionales 




1.1.3 Formulación del problema 
 
     ¿La falta de normativa procesal, referente al reconocimiento y ejecución de sentencias 
extranjeras en el Ecuador, genera inaplicabilidad de los Convenios Internacionales ratificados 
por el Estado ecuatoriano? 
 
 
1.1.4 Evaluación del problema 
 
     A partir del fenómeno migratorio de los ecuatorianos desde el año 2000 hacia países 
desarrollados; principalmente España, Estados Unidos e Italia, las controversias jurídicas 
resueltas por órganos judiciales extranjeros se han incrementado. Varios de los migrantes, en 
razón de la recesión que sufre el planeta desde el año 2009, han retornado a nuestro país y por 
ello necesitan que los efectos jurídicos derivados de las decisiones foráneas, tengan plena 
vigencia en territorio ecuatoriano. 
 
 
     Por la falta de una norma adjetiva que regule el reconocimiento y ejecución de decisiones 
judiciales extranjeras, un grupo numeroso de usuarios de la justicia ecuatoriana afronta 
obstáculos para ser beneficiarios de aquel reconocimiento y ejecución. La causa principal de 
este desamparo judicial deriva de una pluralidad de criterios, a veces contradictorios, entre 
judicaturas en relación a que procedimiento debe regirse el juez para reconocer y ejecutar una 
sentencia extranjera. Esta diversidad de criterios ha ocasionado la inaplicabilidad del principio 
de eficacia extraterritorial de decisiones judiciales determinado en la Convención 
Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales, el Código de 




     Consecuentemente, el Ecuador necesita un procedimiento específico que regule los procesos 
de reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras. Dicho procedimiento debe ser 
expedido por la Asamblea Nacional mediante una Ley Reformatoria al Código de 






1.2.1 Objetivo General 
 
     Demostrar de forma jurídica y técnica  que los procesos de reconocimiento y ejecución de 
sentencias y resoluciones judiciales extranjeras deben ser regulados por  una norma procesal 
específica que simplifique y agilite dicho proceso, con lo cual las autoridades judiciales 
competentes puedan aplicar los tratados internacionales suscritos por el Ecuador en la materia. 
 
 
1.2.2 Objetivos Específicos 
 
 Determinar las causas y consecuencias de la inaplicabilidad de los convenios y tratados 
ratificados por el Ecuador en materia de reconocimiento y ejecución de sentencias y 
resoluciones judiciales extranjeras. 
 
 
 Identificar las contradicciones legales que abordan las autoridades judiciales nacionales 
para tramitar los procesos de reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, por 
no existir una normativa procesal específica en la materia. 
 
 
 Fomentar la inclusión en la normativa ecuatoriana de los principios y postulados 
contenidos en los convenios y tratados suscritos por el Ecuador en materia de 
reconocimiento y ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras. 
 
 
 Aplicar técnicas de investigación como la casuística, la entrevista y la encuesta a 
personas versadas en derecho internacional privado y cooperación judicial 
internacional, con el fin de respaldar la necesidad de implementar una normativa 






     El presente proyecto de titulación tiene su argumento para realizarse en razón de que  el 
Ecuador debe adecuarse lo más pronto posible a las tendencias modernas de integración jurídica 
y eficacia extraterritorial de  decisiones judiciales, postulados contemplados dentro del marco 
legal de la Comunidad Internacional. Es importante también porque con esta investigación se 
impulsa la garantía constitucional de la tutela judicial efectiva, tanto para extranjeros como para 




     La problemática en mención descubre la urgencia de que la función legislativa tenga un 
fundamento jurídico y técnico para regular, mediante ley, los procesos de reconocimiento y 
ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras, porque así las autoridades 
judiciales ecuatorianas podrán aplicar efectivamente los postulados contemplados en los 
distintos convenios internacionales suscritos por el Ecuador en la materia. 
 
 
     Con la elaboración de este proyecto se busca beneficiar, en última instancia, a los usuarios 
del sistema judicial ecuatoriano, quienes son los directamente afectados por la discrepancia de 
criterios jurídicos que existe entre las distintas judicaturas en relación al reconocimiento y 
ejecución de resoluciones judiciales extranjeras. 
 
 
     Si se logra incorporar en nuestra legislación un procedimiento especial que regule el 
reconocimiento y ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras, se provocaría un 
impacto favorable en las relaciones internacionales, ya que así se cumpliría uno de los fines más 






2.1.. Fundamentación Teórica 
 
2.1.1. Antecedentes de estudio. 
 
     La comunidad internacional, entendida como la cooperación de los Estados con fines 
específicos, regula sus relaciones políticas, económicas y jurídicas mediante la suscripción de 
tratados bilaterales y multilaterales. La complejidad de las realidades producidas por la vida 
actual, ha llevado a requerir una expedita cooperación judicial internacional, que materialice sus 
más nobles anhelos de justicia y seguridad jurídica fuera de los límites territoriales de cada 
Estado. Dreyzin de Klor (2005), manifiesta que: “la elaboración de  convenios internacionales 
facilita la asistencia en la práctica jurisdiccional al evitar traslados y disminuirse las costas y gastos, 
creándose lazos entre los países que ven de este modo fortalecidas sus relaciones.” (pág. 74). Es la nada 
menos debatida cuestión de la amplitud y límites de los derechos adquiridos frente a la eficacia 
de un fallo extranjero ajeno a la estructura de otro orden jurídico nacional. 
 
 
     El reconocimiento y ejecución de fallos extranjeros, en sus inicios, fue duramente atacado, 
no sólo porque sus acérrimos detractores lo consideraban una obra de ciencia ficción jurídica, 
sino también porque los fuertes argumentos en defensa de la soberanía nacional predominaban 
en la gran mayoría de foros. Wolff (2002), menciona la problemática que existía en Europa en 
relación a la suscripción de tratados colectivos referentes a reconocimiento de sentencias: 
 
 
     “El reconocimiento y la ejecución de sentencias extranjeras se han facilitado por medio 
de tratados internacionales. Alemania ha firmado tratados de este tipo con Austria (1923) 
y con Suiza (1929). La celebración de tratados colectivos no ha tenido éxito hasta ahora 
porque, dadas las discrepancias que existen en este punto, no se ha visto la posibilidad de 
llegar a un acuerdo sobre las jurisdicciones susceptibles de reconocimiento.” (pág. 210). 
9 
     Sobre este punto sobreviven claros argumentos políticos, más que jurídicos, acerca de la 
resistencia a ejecutar un fallo extranjero. Son posturas compatibles con lo manifestado por 
Sentis Melendo (1958) cuando sostenía acerca de la ejecución de fallos extranjeros que: “cuando 
los jueces dan la orden de ejecutar una sentencia extranjera, se hacen, en cierto modo, servidores de los 
magistrados que han pronunciado dicha sentencia.” (pág. 31). 
 
         
     En la actualidad, un fenómeno tan poderoso como la globalización, nos ha llevado a 
reflexionar lo caducos que resultan los remedios jurídicos para situaciones tan apremiantes 
como las que configura la realidad actual. Las grandes migraciones, el tráfico comercial 
internacional, las nuevas tecnologías y los rápidos medios de transporte, han logrado configurar 
situaciones jurídicas inimaginables en épocas pasadas. Ante esto el Derecho debe optar por 
cerrar sus fronteras nacionales en defensa de su “soberanía” y en detrimento de los más caros 
intereses que se tejen en torno a las relaciones de familia de negocios o cooperar judicialmente 
con los Estados que conforman esa comunidad. 
 
 
     A pesar de ser ampliamente reconocido el principio de cumplimiento de fallos extranjeros a 
nivel internacional, en nuestro país existen serios problemas para el reconocimiento y ejecución 
de sentencias extranjeras. Rodríguez (2003) nos indica que: “estos inconvenientes se ciernen 
alrededor de la inexistencia de un proceso específico para tramitar el reconocimiento y ejecución de 
sentencias extranjeras en nuestra normativa procesal” (pág. 19). 
 
 
     Pese a la poca jurisprudencia existente sobre el tema en nuestro país, actualmente el Ecuador 
tiene firmados varios convenios marco sobre reconocimiento y ejecución de sentencias 
extranjeras. Las convenciones de reconocimiento y ejecución de fallos extranjeros abren la 
puerta a todo fallo proveniente de un país signatario para que el beneficiario de ese 
pronunciamiento haga valer sus derechos en el Estado receptor, previo a un reconocimiento del 
fallo. Maekelt (2002), manifiesta que: “la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial 
de Sentencias y Laudos Arbitrales extranjeros obliga entre sí a Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, 
Ecuador, México, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela a convertirse en ley vigente” (pág. 562). 
 
 
     Aunque sin duda es enorme el peso de la normativa internacional a la que se ha 
comprometido nuestro país y a pesar que el derecho internacional no haya perfeccionado sus 
medios coactivos para el cumplimiento de estas obligaciones, es importante tratar, discutir y 
10 
proveer de soluciones a estas graves dificultades a las que se somete quien quiera hacer valer 





     El reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras en el Ecuador  ha sido una 
problemática que ha preocupado a varios estudiosos del Derecho, quienes han incursionado en 
las dificultades procesales que tiene nuestro país al respecto. Así por ejemplo  Ricardo Crespo 
Plaza (1995) en su tesis doctoral “El Reconocimiento y Ejecución de la Sentencia Extranjera en 
el Derecho Ecuatoriano y en el Derecho Comparado”, manifiesta que la interdependencia estatal 
es cada día mayor a consecuencia de las relaciones comerciales que se han facilitado aún más 
por los modernos medios de comunicación. Esta realidad ha acentuado la importancia del 
Derecho procesal internacional dentro del cual uno de los aspectos fundamentales es el 
reconocimiento de sentencias extranjeras, razón por la cual es deber del Ecuador reglamentar 
adecuadamente los procesos de reconocimiento de sentencias para estar actualizado con el 
Derecho procesal internacional y la cooperación judicial entre Estados. 
 
  
     Por otro lado Jorge Jaramillo García (2005) con su tesis “El exequátur en el Ecuador”, 
asevera que el Ecuador, al ratificar la Convención Interamericana sobre Competencia en la 
Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales, suscrita 
en Montevideo en 1979, adquirió el compromiso de regular el exequátur de conformidad con los 
principios descritos en la mencionada convención, lo cual no ha cumplido desde su ratificación, 
lo que significa que es imperativa la implementación de una normativa procesal que regule el 
reconocimiento de sentencias extranjeras para así cumplir con las obligaciones que emanaron 
del referido tratado internacional. 
 
  
     Así también Carlos Espín Arias (2008), en su tesis “El Procedimiento Idóneo para la 
Ejecución de Sentencias Extranjeras”, nos indica que existe un gran vacío legal en cuanto a 
determinar el procedimiento a seguir ante una sentencia extranjera que busca ser ejecutada ya 
que, de acuerdo a la doctrina de la cual se han tomado los conceptos y de conformidad con lo 
analizado por las Cortes acerca de la ejecución de sentencias extranjeras, se puede concluir que 
depende de los jueces que han estado en su respectiva labor de administrar justicia elegir, según 
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su inclinación doctrinaria, una vía procesal idónea para reconocer y ejecutar la sentencia 
extranjera, a falta de una norma legal imperante en el Ecuador relativa a la materia. 
 
   
     Finalmente Olga González Ospina (2012), en su tesis “La homologación de sentencias 
extranjeras frente a las limitaciones del ordenamiento jurídico ecuatoriano”, recomienda la 
intervención de nuestros legisladores en la creación de una normativa procesal, ya que la 
insuficiencia de legislación y la falta de estructuración de las normas respecto al reconocimiento 
de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras, dificulta el trabajo de los jueces en su tarea 





2.1.1.2.1. Definición etimológica del “exequátur” 
 
     Etimológicamente el término “exequátur” o “exequator” es la transcripción 
castellana de la palabra latina EXEQUATUR, cuyo significado es "ejecútese". La 
palabra define al conjunto de reglas conforme a las cuales el ordenamiento jurídico de 
un Estado verifica si una sentencia judicial, emanada de un tribunal de otro Estado, 
reúne o no los requisitos que permiten su reconocimiento u homologación y posterior 
ejecución. 
 
     El mencionado término es utilizado también para denominar a la autorización que 
otorga un jefe de Estado a agentes extranjeros para que en su territorio puedan ejercer 
funciones propias de sus cargos (exequátur consular) y, en el contexto de las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado, propias del Régimen Absolutista, era el término utilizado 
para designar el pase que daba la autoridad civil de un Estado a las bulas
1
 y otras 
disposiciones pontificias para que fueran observadas dentro de su territorio: “pase 
regio” o “regium exequatur”2. 
                                                     
1
 Una bula es un documento sellado con plomo sobre asuntos políticos o religiosos, en cuyo caso, si está 
autentificada con el sello papal, recibe el nombre de bula papal o bula pontificia. 
 
2
 La prerrogativa de Regium exequatur confiere a los reyes el derecho de retener hasta dar su 
aprobación las bulas y breves papales. 
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2.1.1.2.2. Desarrollo Histórico del Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 
Extranjeras 
 
     A finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX era objeto de discusión y debate la 
conveniencia o no de reconocer la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras, 
considerando algunos tratadistas que, de accederse a esta posibilidad, se estaría mermando la 
soberanía de los países si estos acogieran un pronunciamiento dictado por un tribunal extranjero, 
ya que la facultad de administrar justicia, a través de las autoridades instituidas para ello, es un 
componente importante del ejercicio de la soberanía estatal, por lo que esta posibilidad podría 
ocasionar una crisis en el Derecho internacional. 
 
      En aquel momento de la historia las decisiones tomadas por los tribunales de justicia y 
arbitrales carecían de efectividad, ya que no se permitía que su eficacia rebasare las fronteras de 
los Estados en donde fueran dictadas. Ante este limitante jurisdiccional, se convino en la 
creación de un sistema de reconocimiento de sentencias extranjeras.  
      
     El primer Convenio Internacional en América que regula el reconocimiento y ejecución de 
Sentencias Extranjeras es el Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1889, 
el cual regula la tramitación, tanto de exhortos como de homologación de sentencias, sin hacer 
distinción entre ambos, así como tampoco diferencia el reconocimiento de la ejecución. 
      
     El segundo antecedente del reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras 
en América lo encontramos en el Código de Derecho Internacional Privado Sánchez de 
Bustamante, tratado internacional de plena vigencia en el Ecuador, que regula los procesos de 
ejecución de sentencias extranjeras en los artículos 423 y siguientes, donde determina 
procedimientos y requisitos que los analizaremos oportunamente dentro del presente proyecto 
de titulación. 
 
          Otro instrumento internacional en nuestro continente (no vigente en el Ecuador) es el 
tratado de Derecho Internacional Privado de 1940, suscrito entre Uruguay, Brasil, Colombia, 
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Bolivia, Argentina, Perú y Paraguay, que también regula los procesos de reconocimiento y 
ejecución. 
      
     Finalmente consta el instrumento internacional más importante en materia de reconocimiento 
y ejecución de resoluciones judiciales en el continente americano: la Convención 
Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, 
firmada en Montevideo el 08 de Mayo de 1979 y ratificada por el Ecuador el 11 de mayo de 
1982; este convenio constituye el avance más importante en materia de extraterritorialidad de 
decisiones judiciales y de cooperación judicial internacional en América, el cual que será 
estudiado posteriormente en esta investigación. 
 
          En Europa la evolución del reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras tuvo 
mayor complejidad, ya que los postulados de cooperación judicial no eran aceptados por los 
Estados por temor a perder su soberanía. Wolff (2002) nos indica la problemática que existía en 
Europa en relación a la suscripción de tratados colectivos referentes a reconocimiento de 
sentencias: 
 
     El reconocimiento y la ejecución de sentencias extranjeras se han facilitado por medio 
de tratados internacionales. Alemania ha firmado tratados de este tipo con Austria (1923) 
y con Suiza (1929). La celebración de tratados colectivos no ha tenido éxito hasta ahora 
porque, dadas las discrepancias que existen en este punto, no se ha visto la posibilidad de 
llegar a un acuerdo sobre las jurisdicciones susceptibles de reconocimiento. (pág. 210). 
 
     Sin embargo, con el advenimiento de la Unión Europea
3
 (1993), los preceptos caducos de 
cesión de soberanía fueron desapareciendo. Así, el 16 de enero de 2001 se suscribe el 
Reglamento No. 44/2001, del Consejo de 22 de diciembre de 2000, relativo a la Competencia 
Judicial en el Reconocimiento y la Ejecución de Resoluciones Judiciales en Materia Civil y 
Mercantil. Dicho Reglamento es de aplicación directa para los Estados que son parte de la 
Unión Europea y se convierte en ley interna de cada país.  
 
  
                                                     
3
 La Unión Europea (UE) es una comunidad política de Derecho constituida en régimen de organización 
internacional, sui generis, nacida para propiciar y acoger la integración y gobernanza en común de los 
Estados y los pueblos de Europa. Está compuesta por veintiocho Estados europeos y fue establecida con 
la entrada en vigor del Tratado de la Unión Europea (TUE), el 1 de noviembre de 1993. 
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2.1.1.3.El reconocimiento y ejecución dentro de la cooperación judicial 
internacional 
 
     La cooperación judicial internacional tiene lugar cuando el juez de un Estado, con motivo de 
un proceso que se tramita ante su jurisdicción, requiere la colaboración del juez de otro Estado a 
fin de que lleve a cabo determinados actos procedimentales que, una vez cumplidos, pasarán a 
integrar el proceso. 
 
     Esta actividad comprende tres niveles diferentes, según  la incidencia que produzca la 
gestión solicitada en el territorio del juez requerido. Las tratadistas Dreyzin de Klor y Saracho 
Cornet (2005), manifiestan que: “cuando se solicita a un tribunal el reconocimiento y/o la ejecución 
de una sentencia o laudo arbitral dictado por una autoridad jurisdiccional de otro Estado, se está en 
presencia del tercer grado de cooperación” (pág. 187). Para entender lo mencionado es necesario 
detallar los tres grados de cooperación judicial internacional que, en su orden, consisten en: 
 
2.1.1.3.1. Cooperación Judicial de Primer Grado 
 
     Ésta se refiere específicamente a los denominados “exhortos” o “comisiones rogatorias”, las 
cuales consisten  fundamentalmente en la petición formal del órgano jurisdiccional de un Estado 
a otro para que se practiquen determinadas diligencias en su territorio. Dichas diligencias, de 
conformidad con el artículo 2 de la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas 
Rogatorias, consisten específicamente en:  
 
“a. La realización de actos procesales de mero trámite, tales como notificaciones, 
citaciones o emplazamientos en el extranjero; y,  b. La recepción y obtención de pruebas e 
informes en el extranjero, salvo reserva expresa al respecto. El artículo 3 de la 
mencionada Convención aclara que: “no se aplicará a ningún exhorto o carta rogatoria 
referente a actos procesales distintos de los mencionados en el Artículo anterior; en 
especial, no se aplicará a los actos que impliquen ejecución coactiva.” 
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     De la lectura que precede se puede entender que la práctica de exhortos o comisiones 
rogatorias no constituye una importante cesión de la soberanía del Estado requerido, puesto que 
las diligencias solicitadas, para ser practicadas, surten efecto únicamente en el proceso judicial 
instaurado en el Estado requirente. 
 
     En el Ecuador la tramitación de comisiones rogatorias se encuentra regulada principalmente 
por la Convención Interamericana sobre Exhortos y Cartas Rogatorias (suscrita en Panamá el 30 
de enero de 1975 y ratificada por el Ecuador el 17 de julio de 1975 mediante Decreto Supremo 
No. 564, el cual determina como Autoridad Central para la tramitación de exhortos al Ministerio 
de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana) y por el artículo 144 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, el cual  otorga a las Cortes Provinciales de Justicia la competencia para la 
práctica de diligencias solicitadas a través de exhortos. 
 
2.1.1.3.2. Cooperación Judicial de Segundo Grado 
 
     Consiste en “todo procedimiento o medio que tienda a garantizar las resultas o efectos de un 
proceso actual o futuro en cuanto a la seguridad de las personas, de los bienes o de las obligaciones de 
dar, hacer o no hacer una cosa específica, en procesos de naturaleza civil, comercial, laboral y en 




     Este grado de cooperación alcanza mayor importancia en el Estado requerido, puesto que las 
medidas cautelares, si bien sirven de instrumento para garantizar una decisión judicial en el 
Estado solicitante, la ejecución de dichas prácticas se materializa en el territorio del Estado 
exhortado, de lo cual se deriva una mayor cesión de soberanía del mismo. 
 
     De conformidad con lo previsto en el artículo 2 de la Convención Interamericana sobre 
Cumplimiento de Medidas Cautelares, los Estados partes cumplirán la solicitud de medidas 
cautelares, siempre y cuando tengan por objeto: “a. El cumplimiento de medidas necesarias para 
garantizar la seguridad de las personas, tales como custodia de hijos menores o alimentos provisionales; 
                                                     
4
 Convención Interamericana sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares. Dada por Decreto Ejecutivo 
No. 852, publicado en Registro Oficial 240 de 11 de Mayo de 1982 
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y, b. El cumplimiento de medidas necesarias para garantizar la seguridad de los bienes, tales como 
embargos y secuestros preventivos de bienes inmuebles y muebles, inscripción de demanda y 
administración e intervención de empresas. De igual forma su artículo 3 establece que la ejecución de las 
medidas deberá realizarse conforme a la ley del Estado requerido. 
 
2.1.1.3.3. Cooperación Judicial de Tercer Grado 
 
     El tercer grado de cooperación judicial abarca el objeto del presente trabajo investigativo, 
que es el reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, considerado como el grado más 
complejo de cooperación en el ámbito jurídico. No se trata de prestar auxilio para una actividad 
desarrollada en otro Estado, sino de renunciar a la potestad jurisdiccional de decisión  sobre una 
pretensión, permitiendo que una resolución dictada por un órgano jurisdiccional extranjero 
tenga plena eficacia en el territorio del Estado requerido. 
 
     Éste grado de cooperación es el más comprometedor para el Estado exhortado, ya que al 
reconocerse o ejecutarse una decisión judicial foránea, en cierto sentido se depone la propia 
potestad soberana, sometiéndose a la del Estado requirente; sin embargo, el principio de 
efectividad de las decisiones extranjeras justifica la eficacia extraterritorial de las mismas. 
 
     Esta eficacia tiene que estar sujeta al principio de regularidad de sentencias extranjeras, en 
donde la autoridad judicial requerida tiene la potestad de controlar y limitar los efectos de una 
resolución judicial ajena a su territorio. Así Dreyzin de Klor y Saracho Cornet (2005), citando a 
Batiffol H. Lagarde (1976), nos indican que: 
 
     “El reconocimiento y la eventual ejecución de las sentencias extranjeras son necesarios 
para realizar la armonía internacional de decisiones, principio fundamental del derecho 
internacional privado, mas ello exige cierto control de la decisión extranjera porque es 
razonable que los Estados no reconozcan cualquier solución foránea dispuesta, aún por 
sentencia judicial. Ello así el control de los tribunales nacionales de las sentencias 
extranjeras es universalmente admitido en el Derecho comparado y no puede ser burlado, 
so pretexto de incluir en una rogatoria que demanda actos que exceden ese concepto e 
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importan específicamente una ejecución, intentando obviar la valla del exequátur 
homologatorio de la sentencia” (pág. 187)5 
 
2.1.1.4.Diferencia entre Reconocimiento y Ejecución 
 
     Para empezar el estudio investigativo debemos establecer una clara distinción entre el 
reconocimiento y la ejecución de una decisión judicial extranjera. Como señala Goldschmidt 
(2002): "no hay ejecución sin reconocimiento, pero sí puede haber reconocimiento sin ejecución"(pág. 
481). Esto ocurre precisamente en el caso de una sentencia meramente declarativa que no 
necesita de ejecución; igual ocurre con una sentencia constitutiva; en cambio, en una sentencia 
de condena que impone al deudor ejecutar una prestación, se precisa de una realización material, 
que si no se la efectúa "voluntariamente", se tomarán medidas coercitivas. Boggiano (2000) 
señala que “mientras las sentencias declarativas y constitutivas tan sólo son susceptibles de 
reconocimiento, las sentencias de condena pueden recibir reconocimiento y además ejecución” (pág. 
292) y añade que solamente para preparar la vía ejecutiva de una sentencia extranjera se exige el 
trámite incidental del exequátur, o sea en las sentencias de condena, ya que en las constitutivas o 
meramente declarativas no cabe la ejecución. En las dos primeras clases de sentencia 
mencionadas se puede reconocer su eficacia examinando si se han reunido los requisitos 
exigidos para tal efecto, sin necesidad de promover el incidente del exequátur. 
 
 
     Dentro de la legislación ecuatoriana el Código Orgánico de la Función Judicial, en su 
artículo 143, diferencia claramente entre el reconocimiento y la ejecución de una sentencia 
extranjera; tal es así que las Cortes Provinciales de Justicia son el órgano jurisdiccional 
competente para el reconocimiento de sentencias foráneas, mientras que la potestad de ejecutar 
la sentencia es otorgada a los jueces de primera instancia. 
 
 
2.1.1.5.El Reconocimiento  
 
     El reconocimiento es un mecanismo judicial que dota a la decisión extranjera de los efectos 
procesales derivados de aquella resolución; así el reconocimiento permite que un fallo judicial 
                                                     
5
 Batiffol, H, Lagarde, P. Droit International Privé, t. 6a ed. 1976, p. 466 
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foráneo aplique sus efectos en el Estado requerido. Alfonso Luis Calvo y Xavier Carrascosa 
(2002) enuncian que: “el reconocimiento de una decisión judicial extranjera tiene como objeto 
producir en el territorio exhortado tres efectos primordiales: el efecto de cosa juzgada material, el efecto 
constitutivo y el efecto de tipicidad” (pág. 580).  
 
2.1.1.5.1. Efectos del Reconocimiento 
 
Efecto de cosa juzgada material.  
 
     De este efecto puede hablarse en dos sentidos: la función positiva de la cosa juzgada, la cual 
consiste en que la decisión extranjera vincula a las autoridades del Estado requerido, que la 
apreciarán como si hubiese sido dictada en su territorio y la función negativa de la cosa juzgada, 
la que consiste en que no puede volverse a plantear el asunto ya resuelto por la decisión 




     En virtud de éste se crea, extingue o modifica un derecho o status jurídico. Las decisiones 
que producen dicho efecto son las pronunciadas como consecuencia del ejercicio de acciones 
constitutivas (como una acción de divorcio). Al efecto constitutivo de ciertas decisiones se 
vinculan determinados actos de ejecución, tales como la inscripción registral de la decisión para 
modificar una situación jurídica preexistente. 
 
Efecto ejecutoriedad  
 
     Este efecto consiste esencialmente en que la decisión extranjera, una vez reconocida, goza de 
plena ejecutoría, por lo tanto no es susceptible de impugnación; sin embargo, es menester 
aclarar que, si bien la decisión extranjera no puede ser impugnada ante los órganos 
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jurisdiccionales del país requerido, se  podría impugnar las formalidades que debieron cumplirse 
para reconocer una resolución judicial extranjera.  
 
2.1.1.5.2. Tipos de Reconocimiento 
 
El reconocimiento puede ser básicamente de tres tipos: 
 
Reconocimiento por homologación 
 
     El reconocimiento por homologación se obtiene mediante la superación de un procedimiento 
ad hoc de “homologación” de la decisión extranjera. La autoridad jurisdiccional competente 
valora si concurren los presupuestos y requisitos para reconocer el fallo, en el marco de un 
procedimiento, cuyo objeto principal es precisamente el reconocimiento de la decisión 
extranjera. Se trata de un proceso autónomo, distinto al proceso desarrollado en el Estado de 
origen y ajeno también al órgano judicial ante el cual se hace valer la decisión extranjera. Por 
este carácter independiente, el demandado no puede alegar excepciones sobre el fondo del 
asunto, sino sólo sobre las propias de una acción de reconocimiento. Superado el procedimiento 
de reconocimiento autónomo la decisión extranjera despliega sus efectos en el Estado 
exhortado. 
 
Reconocimiento incidental puro 
 
     El reconocimiento se produce sin que sea necesario recurrir a un procedimiento específico de 
homologación de una decisión extranjera en otro país. En efecto, la resolución extranjera se 
hace valer directamente ante la autoridad del Estado receptor. Dicha autoridad debe controlar si 
esta decisión cumple los requisitos de regularidad para obtener el reconocimiento; en caso 
afirmativo, la decisión desplegará en la jurisdicción territorial del país requerido los efectos 
derivados del reconocimiento.  
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     El reconocimiento incidental presenta la ventaja de su agilidad instrumental así como de 
inmediatez, pues así se solventa en el curso del proceso en que surge la cuestión, sin necesidad 
de homologar previamente la decisión ante una instancia determinada y con arreglo a un 
procedimiento específico. Sin embargo presenta el inconveniente de su provisionalidad, ya que 
sólo produce efectos en el proceso en el que se hace valer la decisión extranjera. Debe 
recordarse, en todo caso, que el reconocimiento incidental exige que la decisión extranjera 
supere una serie de condiciones fijadas por el derecho positivo del Estado receptor. 
 
Reconocimiento incidental de plano  
 
     Este plantea que los efectos no ejecutivos de una resolución extranjera deben aceptarse de 
igual forma que se acepta la aplicación de la Ley extranjera. Tales efectos se hacen valer ante la 
autoridad que esté conociendo del caso incidentalmente, pero dicha autoridad no necesita 
controlar una serie de requisitos procesales y se limita a reconocer la decisión foránea. Este tipo 
de reconocimiento presenta la ventaja de fomentar la armonía internacional de soluciones, pero 
no exige un control por parte del órgano jurisdiccional de las decisiones, lo que puede llevar a la 
posibilidad de fraude.  
 
     La teoría del reconocimiento incidental plano de decisión judiciales extranjeras fue acogida, 
tanto por el Derecho francés como por el Derecho italiano, para las sentencias extranjeras 




     La ejecución es un procedimiento mediante el cual una decisión judicial, previamente 
reconocida, alcanza plena eficacia en el Estado receptor. Son susceptibles de ejecución aquellas 
decisiones judiciales extranjeras que tengan como objeto  una condena o pago, 




     En general existen en el Derecho Internacional Privado dos grandes sistemas para dar 
eficacia ejecutiva a las resoluciones extranjeras: 
 
2.1.1.6.1. Sistema anglosajón de la “actio judicati” o “nueva acción” 
 
     Según este sistema propio de los países anglosajones, pero que rige también en Holanda, el 
solicitante de la aplicación de los efectos de una resolución extranjera, debe instaurar un nuevo 
proceso en el Estado requerido. Como apoyo de la acción se invoca la resolución ya dictada en 
el extranjero, lo que hace relativamente fácil obtener una nueva decisión  judicial en el Estado 
receptor, respecto al asunto del fallo extranjero; sin embargo en la práctica se obliga a repetir el 
proceso ya resuelto en el país de origen. Este es un sistema disonante con la cooperación 
judicial internacional pues fomenta los dobles procesos. 
 
2.1.1.6.2. Sistema del “exequátur” o “procedimiento específico” 
 
     Otros ordenamientos jurídicos no obligan a instaurar un nuevo proceso, ya que simplemente 
se crea un procedimiento específico denominado “exequátur”, con el fin de dar efectos  
ejecutivos a las resoluciones judiciales extranjeras. Si la decisión judicial extranjera cumple con 
los requisitos exigidos por la legislación del país exhortado, aquella extiende sus efectos en el 
mismo. Según Alfonso Luis Calvo y Xavier Carrascosa (2002) “el exequátur presenta una 
naturaleza híbrida: da efectos a la resolución extranjera y crea un título susceptible de producir tales 
efectos” (pág. 583). 
 
     Cumplido el procedimiento del exequátur, si el condenado por la decisión extranjera no 
cumple voluntariamente lo ordenado en aquella decisión, la parte interesada puede solicitar 
medidas de coerción contempladas en la normativa del Estado requerido para hacer ejecutar lo 
juzgado. 
 
     Pueden optar al exequátur exclusivamente las decisiones extranjeras que contengan 
pronunciamientos de ejecución, como son las sentencias de condena ejecutivas según el 
Derecho del Estado de origen. 
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     No pueden obtener el exequátur las decisiones extranjeras que no sean susceptibles de 
ejecución material; el exequátur en este caso sería inútil. Tampoco pueden obtener el exequátur 
las decisiones extranjeras, que a su vez otorgan el exequátur en dicho Estado, lo cual se 
considera como la prohibición del “doble exequátur”. 
 
     El sistema de exequátur se estudia en el Derecho Internacional Privado Comparado desde 
tres variantes fundamentales: 
 
Exequátur de Revisión  
 
     Propio del Derecho Internacional Privado francés, consiste en que el juez del Estado 
requerido, en el contexto del procedimiento de exequátur, debe controlar tanto los hechos que 
dieron lugar a la resolución extranjera, como el Derecho que aplicó el juez foráneo. Si 
comprueba que el resultado obtenido por el juez extranjero es el mismo que se hubiera 
alcanzado de juzgarse la cuestión en el país receptor, entonces el país receptor concederá efectos 
a la resolución extranjera, que sólo se considera adecuada si responde a los mimos criterios que 
el derecho del Estado requerido.  
 
Exequátur mediante control de requisitos procesales 
 
     El juez del Estado requerido no debe controlar los hechos apreciados por el juez extranjero ni 
el Derecho que éste aplicó. Tampoco debe repetirse el proceso en el Estado receptor. Según esta 
variante, el órgano jurisdiccional del país exhortado debe controlar que la resolución extranjera 
se enmarque a una serie de requisitos de forma y de fondo, control de la competencia del juez de 
origen, respecto de los derechos de defensa, ajuste al orden público internacional, etc.  
 




     “a) Atenúa el poder del juez de origen, que ya no pronuncia una sentencia de validez 
universal, lo que evita fraudes y casos de Forum Shopping
6
; b) Asegura el respeto de la 
soberanía del Estado requerido, pues exige una intervención de las autoridades 
jurisdiccionales de éste, para que las resoluciones extranjeras desplieguen sus efectos; c) 
Es un sistema receptivo con la Justicia extranjera, pues se admiten los efectos de las 
resoluciones extranjeras sin necesidad de repetir el proceso ni de controlar la actividad de 
los jueces extranjeros; d) Sintoniza correctamente con el principio de cooperación 
internacional entre tribunales de distintos países y encaja a la perfección con el principio 
de economía procesal.” (pág. 638). 
 
Exequátur de plano 
 
     Siguiendo la postura del reconocimiento de plano, actualmente la modalidad del exequátur 
de plano está adquiriendo una gran fuerza a nivel mundial. Así se refleja por ejemplo en el 
Reglamento 44/2001 relativo al Reconocimiento y Ejecución de Resoluciones Judiciales, 
acogido por la Unión Europea. Esta variante consiste en un acto de la autoridad judicial del 
Estado exhortado por el que se otorgan efectos ejecutivos a la decisión extranjera tras haber 
comprobado exclusivamente su “regularidad formal”, para evitar falsificaciones. Ninguna otra 
condición de fondo o forma debe exigirse. El sistema supone una tutela ejecutiva internacional 
rápida y efectiva, potencia la libre circulación de decisiones y es factible entre países que 
participan en organizaciones supranacionales basadas en el principio de confianza mutua. Sin 
embargo, esta variante presenta algunas desventajas, Alfonso Luis Calvo y Xavier Carrascosa 
(2002) consideran que: “el inconveniente del exequátur de plano es que el poder del juez de origen es 
enorme, pues dicta una sentencia de validez internacional lo que fomenta el fraude.”(pág. 584). 
 
2.1.1.7.Reconocimiento y Ejecución de Decisiones Extranjeras en el Ecuador 
 
     Debido a que en el Estado ecuatoriano no existe una normativa específica que trate el tema 
de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras, de manera amplia y 
profunda, se torna complejo enmarcar a nuestro país dentro de uno de los sistemas de 
                                                     
6
 Consiste en la práctica de los abogados de plantear la solución de sus controversias internacionales 
ante aquel de entre los distintos tribunales que pueden ser competentes que, a tenor de la ley aplicable, le 
dará una respuesta jurídica más favorable a sus intereses. 
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reconocimiento y ejecución estudiados anteriormente; sin embargo,  Larrea Holguín (1998) 
clasifica en cuatro grupos a los países de acuerdo a sus sistemas de reconocimiento:  
 
a) Pocos países que no reconocen las sentencias extranjeras: señala entre ellos a Canadá, 
Suecia y Dinamarca; b) aquellos que reconocen únicamente a base de un tratado 
internacional; c) los que aplican el principio de reciprocidad; y, d) países que reconocen 
las sentencias extranjeras que reúnan ciertos requisitos de "regularidad" (pág. 335) 
 
     Si analizamos el artículo 414 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano podemos 
evidenciar que nuestro país aplica (de forma no muy clara para el entendimiento de los órganos 
jurisdiccionales competentes y de los ciudadanos en general) el sistema de "regularidad" que, 
para Larrea Holguín (1998), “parece el más conveniente y el que tiende a imponerse”(pág. 335), ya 
que este sistema permite  controlar de manera efectiva las decisiones extranjeras, logrando que 
se adecuen a nuestra normativa y no contravengan el orden público nacional. 
 
     Sin embargo es preciso manifestar que el mencionado artículo, de nuestra norma adjetiva 
civil, no puede ser el único instrumento procesal con el cual los órganos jurisdiccionales 
pretendan iniciar un proceso de reconocimiento y posterior ejecución de una decisión judicial 
extranjera, ya que esto ha generado una pluralidad de criterios de nuestros jueces sin que exista 
una tendencia uniforme en cuanto a la aplicación de la ley, de lo cual los principales 
perjudicados son los usuarios de la justicia ecuatoriana. 
 
2.1.1.7.1. Legislación Nacional y Convenios Internacionales, ratificados por el 
Ecuador, en relación al Reconocimiento y Ejecución 
 
     Como se mencionó anteriormente, en el Ecuador no existe una norma específica que regule 
los procesos de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras; sin embargo, 
existen dos cuerpos normativos que de forma precaria reglamentan los procesos de 
reconocimiento y ejecución. 
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Código Orgánico de la Función Judicial 
 
     Su artículo 143 del Código Orgánico de la Función Judicial determina la competencia para 
las causas de reconocimiento y ejecución y dispone lo siguiente:  
 
     “El conocimiento de las causas para el reconocimiento u homologación de las 
sentencias extranjeras, corresponderá a la sala de la corte provincial especializada en 
razón de la materia del distrito del demandado. Una vez ejecutoriada la sentencia que 
declare el reconocimiento u homologación de la sentencia extranjera, la ejecución de la 
misma corresponderá a la jueza o el juez de primer nivel del domicilio del demandado, 
competente en razón de la materia.” 
 
     Del artículo citado se puede analizar que, a partir del 2009, el Ecuador establece una clara 
distinción entre el reconocimiento y la ejecución, circunstancia que demuestra un desarrollo 
normativo en la materia y adecua a nuestra legislación a las tendencias doctrinarias modernas en 
el ámbito del Derecho Internacional Privado y la Cooperación Judicial Internacional. La 
competencia en la tramitación de las causas de reconocimiento y ejecución se divide claramente 
entre las Salas Especializadas en razón de la materia de las Cortes Provinciales de Justicia y los 
Jueces de primera instancia, respectivamente. 
 
     A pesar de que dicho artículo ha sido un gran avance en relación al reconocimiento y la 
ejecución, éste no constituye un instrumento que permita la adecuada tramitación de causas por 
parte de las autoridades judiciales. Para lograr aquello es necesaria una normativa procesal 
específica. Lamentablemente nuestra ley procesal civil no contiene un procedimiento especial 
para el reconocimiento y la ejecución. 
 
Código de Procedimiento Civil 
 
     El artículo 414 de este cuerpo normativo trata exclusivamente de “ejecución” de sentencias 
extranjeras y señala que: 
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     “Las sentencias extranjeras se ejecutarán si no contravinieren al Derecho Público 
Ecuatoriano o a cualquier ley nacional y si estuvieren arregladas a los tratados y 
convenios internacionales vigentes. 
A falta de tratados y convenios internacionales, se cumplirán si, además de no contravenir 
al Derecho Público o a las leyes ecuatorianas, constare del exhorto respectivo: 
a) Que la sentencia pasó en autoridad de cosa juzgada, conforme a las leyes del país en 
que hubiere sido expedida; y, 
b) Que la sentencia recayó sobre acción personal.” 
 
     Del anotado artículo se desglosan las siguientes consideraciones:  
 
     La norma procesal habla únicamente de ejecución de sentencias extranjeras, de lo que se 
entendería que no es necesario un proceso de reconocimiento para tramitar la ejecución de una 
sentencia o decisión judicial, lo cual no tiene concordancia con lo dispuesto en el Código 
Orgánico de la Función Judicial, en donde se establece claramente que la ejecución de una 
sentencia extranjera será posterior a su reconocimiento. 
 
     Por otra parte, el articulo descrito únicamente determina ciertos requisitos de regularidad que 
debe cumplir la sentencia para ser ejecutada; sin embargo, no se determina un procedimiento a 
seguir, qué formalidades deben cumplirse o qué tipo de proceso judicial se debe aplicar; es 
decir, si será  un proceso ordinario o de conocimiento, verbal sumario o ejecutivo. Al 
encontrarse el artículo 414 dentro de la sección de los Juicios Ejecutivos, podríamos entender 
que deberá seguirse un proceso ejecutivo, pero la norma no establece lo mencionado 
expresamente.  
 
     Finalmente, el artículo 414 es insuficiente para una correcta tramitación de procesos de 
reconocimiento y ejecución por los jueces ecuatorianos. El Código de Procedimiento Civil debe 
contener un procedimiento autónomo y distinto de los aplicables a los juicios comunes, que 
establezca claramente las circunstancias y formalidades que debe cumplir una decisión 





     Respecto de los tratados internacionales relativos al reconocimiento y ejecución de 
resoluciones judiciales extranjeras, el Ecuador ha ratificado dos instrumentos multilaterales 
fundamentales para la cooperación judicial de tercer grado, los cuales son: El Código de 
Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante y la Convención Interamericana sobre 
Eficacia Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros. 
 
Código de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante 
 
     El Código de Derecho Internacional Privado (también conocido como Código de 
Bustamante) es un instrumento internacional que pretende establecer una normativa común para 
América sobre el Derecho internacional privado. La idea de dicha normativa común fue 
promovida por Antonio Sánchez de Bustamante y se concretó durante el Sexto Congreso 
Panamericano celebrado en Cuba en 1928, específicamente el Tratado de La Habana. 
 
     Este cuerpo normativo interestatal es una de las fuentes más importantes del Derecho 
Internacional Privado para nuestro país y para América Latina. Su décimo título nos habla de la 
“Ejecución de Sentencias Dictadas por Tribunales Extranjeros”. Su artículo 423, aplicando el 
principio de regularidad, determina los requisitos que debe contener una decisión judicial 
extranjera para ser ejecutada señalando lo siguiente:  
 
     “Toda sentencia civil o contencioso - administrativa dictada en uno de los Estados 
contratantes, tendrá fuerza y podrá ejecutarse en los demás si reúne las siguientes 
condiciones: 
1.- Que tenga competencia para conocer del asunto y juzgarlo, de acuerdo con las reglas 
de este Código, el juez o tribunal que la haya dictado; 
2.- Que las partes hayan sido citadas personalmente o por su representante legal, para el 
juicio; 
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3.- Que el fallo no contravenga al orden público o al derecho público del país en que 
quiere ejecutarse; 
4.- Que sea ejecutorio en el Estado en que se dicte; 
5.- Que se traduzca autorizadamente por un funcionario o intérprete oficial del Estado en 
que ha de ejecutarse, si allí fuere distinto el idioma empleado; 
6.- Que del documento en que conste reúna los requisitos necesarios para ser considerado 
como auténtico en el Estado de que proceda, y los que requiera, para que haga fe, la 
legislación del Estado en que se aspira a cumplir la sentencia.”  (Código de Derecho 
Internacional Privado Sánchez de Bustamante, 1928) 
 
     Del artículo anotado se puede deducir que sus requisitos se enmarcan con los postulados 
comunes determinados en el principio de regularidad como son: la debida citación  (derecho de 
defensa), el no contravenir al orden público nacional, entre otros. Del texto también podemos 
analizar que al ámbito de aplicación de este título no se extiende únicamente para decisiones 
judiciales de carácter civil, patrimonial o mercantil, sino que también se aplica para decisiones 
contencioso administrativas, situación que difiere de la Convención Interamericana sobre 
Eficacia Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales que, como se analizará 
posteriormente, se aplica únicamente en cuestiones civiles, comerciales y laborales. 
 
     Los siguientes artículos del Decimo Título del Código establecen un modelo de 
procedimiento que deben seguir los Estados signatarios en su ordenamiento jurídico interno, 
para ejecutar sentencias extranjeras; sin embargo el artículo 424 establece que se deberán seguir 
las formalidades determinadas por la legislación de cada país. 
 
     Este procedimiento planteado por el Código Sánchez de Bustamante tiende a ser un proceso 
de conocimiento con plazos para citación y comparecencia del Ministerio Público, conforme lo 
establece su artículo 426, por lo que no se encuentra acorde con el principio de eficacia 





Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias 
Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros 
 
     Esta Convención fue adoptada en Montevideo, en la Segunda Conferencia Especializada 
sobre Derecho Internacional Privado, el 08 de mayo de 1979. 
 
     Su ámbito de aplicación, conforme lo establece el artículo primero de la Convención, son las 
sentencias judiciales y laudos arbitrales
7
 dictados en procesos civiles, comerciales y laborales, 
también es aplicable para sentencias provenientes de un proceso penal únicamente en lo 
concerniente a sus efectos patrimoniales, es decir daños y perjuicios ocasionados por el delito. 
Como podemos apreciar, este convenio internacional no contempla la posibilidad de reconocer 
o ejecutar sentencias de carácter contencioso administrativo, como lo prevé el Código Sánchez 
de Bustamante. 
 
     Se aplica también en este tratado el principio de regularidad formal de las decisiones 
judiciales, así, su artículo 2 nos señala lo siguiente: 
 
“Las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros a que se 
refiere el artículo 1, tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las 
condiciones siguientes: 
a. Que vengan revestidos de las formalidades externas necesarias para que sean 
considerados auténticos en el Estado de donde proceden; 
b. Que la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional y los documentos anexos que fueren 
necesarios según la presente Convención, estén debidamente traducidos al idioma oficial 
del Estado donde deban surtir efecto; 
c. Que se presenten debidamente legalizados de acuerdo con la ley del Estado en donde 
deban surtir efecto; 
d. Que el juez o tribunal sentenciador tenga competencia en la esfera internacional para 
conocer y juzgar del asunto de acuerdo con la ley del Estado donde deban surtir efecto; 
                                                     
7
 El inciso segundo del artículo primero de la Convención manifiesta que se aplicará la misma en lo 
relativo a laudos arbitrales en todo lo no previsto en la Convención Interamericana sobre Arbitraje 
Comercial Internacional suscrita en Panamá el 30 de enero de 1975. 
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e. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma legal de modo 
sustancialmente equivalente a la aceptada por la ley del Estado donde la sentencia, laudo y 
resolución jurisdiccional deban surtir efecto; 
f. Que se haya asegurado la defensa de las partes; 
g. Que tengan el carácter de ejecutoriados o, en su caso, fuerza de cosa juzgada en el 
Estado en que fueron dictados; 
h. Que no contraríen manifiestamente los principios y las leyes de orden público del Estado 
en que se pida el reconocimiento o la ejecución.”  (Convención Interamericana sobre 
Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, 1979) 
 
     La Convención Interamericana no contempla un procedimiento a seguir por los Estados 
signatarios, para el reconocimiento y la ejecución, su artículo 6 determina que tanto el 
procedimiento como la competencia serán regulados por el ordenamiento jurídico interno de 
cada país signatario. 
 
     Una disposición innovadora de la Convención es la factibilidad de la eficacia parcial de una 
resolución extranjera. El articulo cuatro indica que: “Si una sentencia, laudo y resolución 
jurisdiccional extranjeros no pueden tener eficacia en su totalidad, el juez o tribunal podrá admitir su 
eficacia parcial mediante petición de parte interesada.”. Como podemos apreciar la eficacia 
parcial de una decisión judicial extranjera podrá ser tramitada únicamente a petición de 
parte y no de oficio. 
 
     Como pudimos analizar, los dos instrumentos internacionales estudiados, se rigen por los 
procedimientos de cada Estado para realizar el reconocimiento y/o ejecución de una decisión 
judicial, por lo cual es necesario que el Ecuador implemente dicho procedimiento en su norma 





Convención Interamericana Sobre Competencia en la Esfera Internacional Para la 
Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras.  
 
     Esta Convención fue suscrita en La Paz, Bolivia el 24 de mayo de 1984, sin embargo hasta el 
momento no ha sido ratificada por el Ecuador. 
 
     Su creación radicó en la necesidad de los Estados suscriptores, de la Convención 
Interamericana de Montevideo de 1979, de proveer de eficaz aplicación a su artículo 2, literal 
d). Esta convención persigue normar específicamente la competencia de los jueces en la esfera 
internacional.  
 
     Para este objetivo, se encarga de regular los diversos tipos de acciones y la competencia de 
los jueces de los estados suscriptores. El artículo 2 de esta Convención contempla las siguientes 
reglas de competencia: 
 
     “Con el fin de obtener la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras se 
considerará satisfecho el requisito de la competencia en la esfera internacional cuando el 
órgano jurisdiccional de un Estado Parte que ha dictado sentencia hubiera tenido 
competencia de acuerdo con las siguientes disposiciones: 
 A. En materia de acciones personales de naturaleza patrimonial debe satisfacerse alguno 
de los siguientes supuestos, o lo previsto en la sección D de este artículo, si fuere del caso: 
  1. Que el demandado, al momento de entablarse la demanda haya tenido su domicilio o 
residencia habitual en el territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia si 
se tratare de personas físicas, o que haya tenido su establecimiento principal en dicho 
territorio en el caso de personas jurídicas; 
  2. En el caso de acciones contra sociedades civiles o mercantiles de carácter privado, que 
éstas, al momento de entablarse la demanda, hayan tenido su establecimiento principal en 
el Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia o bien hubieren sido constituidas en 
dicho Estado Parte; 
  3. Respecto de acciones contra sucursales, agencias o filiales de sociedades civiles o 
mercantiles de carácter privado, que las actividades que originaron las respectivas 
demandas se hayan realizado en el Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia, o 
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  4. En materia de fueros renunciables que el demandado haya aceptado por escrito la 
competencia del órgano jurisdiccional que pronunció la sentencia; o si, a pesar de haber 
comparecido en el juicio, no haya cuestionado oportunamente la competencia de dicho 
órgano. 
 B. En el caso de acciones reales sobre bienes muebles corporales debe satisfacerse uno de 
los siguientes supuestos: 
  1. Que, al momento de entablarse la demanda, los bienes hayan estado situados en el 
territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia, o 
  2. Que se diere cualquiera de los supuestos previstos en la sección A de este artículo. 
 C. En el caso de acciones reales sobre bienes inmuebles, que éstos se hayan encontrado 
situados, al momento de entablarse la demanda, en el territorio del Estado Parte donde fue 
pronunciada la sentencia. 
 D. Respecto de acciones derivadas de contratos mercantiles celebrados en la esfera 
internacional, que las Partes hayan acordado por escrito someterse a la jurisdicción del 
Estado Parte donde se pronunció la sentencia, siempre y cuando tal competencia no haya 
sido establecida en forma abusiva y haya existido una conexión razonable con el objeto de 
la controversia.” (Convención Interamericana sobre Competencia en la Esfera 
Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras, , 1984) 
 
     A pesar de ser este Tratado un gran esfuerzo en materia procesal internacional, los 
únicos países que han ratificado este instrumento son México y Uruguay, habiendo el 
Ecuador solamente suscrito el mismo. 
  
2.1.1.7.2. Jurisprudencia Ecuatoriana relativa al Reconocimiento y Ejecución 
 
Gaceta Judicial 46 de 31-mar-1903 
Texto de la Gaceta Judicial:  
“EJECUCION DE SENTENCIA EXTRANJERA 
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     Del principio de la independencia de los Estados se deduce que el Tribunal a quien se 
pide la ejecución de una sentencia extranjera, debe examinar, ante todo, si ésta contiene 
disposiciones contrarias, bien a la soberanía de la Nación en cuyo territorio se ejecuta la 
sentencia, bien a los intereses del propio Estado como tal, bien al derecho público del 
mismo Estado. 
Gaceta Judicial. Año 1. Serie I. Nro. 46. Pág. 366. 




     VISTOS: No existen en el Ecuador Leyes positivas que determinen los requisitos o 
reglas a que deben sujetarse los jueces para conceder fuerza obligatoria a las sentencias 
extranjeras y mandar su cumplimiento. Tampoco existen sobre la materia tratados con la 
República de Colombia. Pero, a falta de las sobredichas Leyes y Tratados, la Legislación 
Ecuatoriana reconoce, respecto de las sentencias extranjeras, los principios del derecho 
Internacional como lo comprueba el Art. 194 de la Ley Orgánica de Tribunales, que, al 
prevenir el cumplimiento de los deprecatorios librados por los jueces de otras naciones, 
declaraciones u otras diligencias de esta naturaleza, sino también a la ejecución de las 
sentencias, puesto que al citado artículo es general y no establece ninguna excepción. En el 
presente caso, se ha invocado una sentencia pronunciada en Colombia, en juicio ordinario, 
contra Ana Navarro. Del principio de la independencia de los Estados se deduce que el 
Tribunal a quien se pide la ejecución de una sentencia extranjera, debe examinar, ante 
todo, si ésta contiene disposiciones contrarias, bien a la soberanía de la Nación en cuyo 
territorio se ejecuta la sentencia, bien a los intereses del propio Estado como tal, bien al 
derecho público del mismo Estado. (Foelix II. 321). "Si el Juez ante quien se presenta la 
sentencia (extranjera) declara que ésta es título ejecutivo, procédese a la ejecución 
conforme a las leyes del Estado, donde la sentencia va a cumplirse" (L>F> Borja. Estudios 
sobre el Código Civil Chileno. Pág. 54). "Añadiremos finalmente, que cuando los actos del 
juicio ejecutivo hubiesen comenzado en Nación Extranjera, no pueden continuar en otra, ni 
pedirse que se declare obligatorio el decreto del Juez extranjero que autorizó la 
ejecución...El Decreto de embargo y la ejecución de la condena deben, como ya lo hemos 
visto, ser autorizados por el magistrado territorial y según la Ley de la Nación. 
Convendría, pues, primeramente hacer declarar obligatoria la sentencia, y, hecho, 
proceder según las leyes de enjuiciamiento de nuestro territorio, a las cuales nunca es 
lícito contravenir". (Fiore. 136). En el tratado de Lima de 1878, del cual no fue signataria 
la República de Colombia, el Ecuador reconoció estos mismos principios, y, en armonía 
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con ellos, adoptó las conclusiones que informan dicho tratado; pero esos mismos 
principios y conclusiones se oponen al cumplimiento del exhorto de que ahora se trata, por 
las razones que quedan expresadas. Por estos fundamentos, se confirma, con costas, el 




     Corresponde a una sentencia dictada en tercera instancia, respecto del reconocimiento de un 
fallo pronunciado en Colombia en el cual el juez ecuatoriano manifiesta expresamente que: “No 
existen en el Ecuador Leyes positivas que determinen los requisitos o reglas a que deben sujetarse los 
jueces para conceder fuerza obligatoria a las sentencias extranjeras y mandar su cumplimiento. 
Tampoco existen sobre la materia tratados con la República de Colombia. Pero, a falta de las 
sobredichas Leyes y Tratados, la Legislación Ecuatoriana reconoce, respecto de las sentencias 
extranjeras, los principios del derecho Internacional como lo comprueba el Art. 194 de la Ley Orgánica 
de Tribunales”8, de lo arriba transcrito se puede analizar que el reconocimiento de la resolución 
extranjera se motiva principalmente en los principios del derecho internacional y no en la 
normativa ecuatoriana.  
 
     En la parte considerativa de la sentencia citada se determina lo siguiente: “Del principio de la 
independencia de los Estados se deduce que el Tribunal a quien se pide la ejecución de una sentencia 
extranjera, debe examinar, ante todo, si ésta contiene disposiciones contrarias, bien a la soberanía de la 
Nación en cuyo territorio se ejecuta la sentencia, bien a los intereses del propio Estado como tal, bien al 
derecho público del mismo Estado”9. De lo anotado podemos observar que se determina, como 
requisito fundamental para reconocer una resolución judicial extranjera, la observancia del 
principio de regularidad de los fallos.  
 
     Finalmente, respecto de la ejecución de la resolución extranjera, la sentencia en estudio nos 
indica que: “cuando los actos del juicio ejecutivo hubiesen comenzado en Nación Extranjera, no pueden 
continuar en otra, ni pedirse que se declare obligatorio el decreto del Juez extranjero que autorizó la 
ejecución...El Decreto de embargo y la ejecución de la condena deben, como ya lo hemos visto, ser 
autorizados por el magistrado territorial y según la Ley de la Nación”, de lo citado se puede deducir 
                                                     
8
 Gaceta Judicial 46 de 31-mar-1903 
9
 Gaceta Judicial 46 de 31-mar-1903 
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que una resolución extranjera debe ser reconocida o “autorizada” por el órgano jurisdiccional 
ecuatoriano para que pueda ejecutarse en su territorio. 
 
     Esta sentencia dictada en 1903 ya contempla las directrices fundamentales del 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras; sin embargo no ha 
sido aplicada correctamente a pesar de tener plena vigencia en el Ecuador. 
 
Gaceta Judicial 1 de 18-oct-1972 
 
Texto del a Gaceta: 
 
“EJECUCION DE SENTENCIA EXTRANJERA 
 
En la presente causa, la parte actora ha pedido la partición de los bienes de la sociedad 
conyugal, fundando su derecho en base de la sentencia de divorcio, que ha pronunciado el 
Juzgado Superior del Estado de Falcón, República de Venezuela, cuya copia obra de fs. 26 
a 30 de los autos y en la que se manda además a liquidar la sociedad conyugal. El 
supuesto que ampara o cuyo amparo pretende el actor, se mueve tras la aplicación de las 
normas atinentes a la ejecución de sentencias pronunciadas en el extranjero, para cuyo 
evento debió observar las normas constantes en los Arts. 426 y 433 del Código de Derecho 
Internacional Privado, también conocido como Sánchez de Bustamante y sirven, en 
homenaje a su autor, que son aplicables a este caso, a falta de preceptos propios en la 
legislación nacional con los cuales hubieren podido oponerse las disposiciones de aquel 
Código. 
Gaceta Judicial. Año LXXIV. Serie XII. No. 1. Pág. 73. 




     Vistos: El doctor Alberto Littuma, como apoderado de Meindert Lambertus Nipperus, 
según poder que acompaña a fs. 2 y 3, demanda a Beatriz Izurieta Ugarte la partición del 
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predio rústico, situado en la parroquia de Chillogallo, perteneciente al cantón Quito, en 
razón de haber sido adquirido durante la sociedad conyugal, habida entre ambos y cuya 
disolución y liquidación fuera pactada por ellos, en cumplimiento a lo dispuesto por el 
Juzgado superior en lo civil, mercantil, penal, de menores, del tránsito y de trabajo de la 
circunscripción judicial del Estado de Falcón, República de Venezuela, en donde se 
declare disuelto el vínculo conyugal. Al comparecer a juicio, la parte demandada, a fs. 23, 
opuso las siguientes excepciones: a) la decisión sobre la validez del divorcio, sentenciado 
en Venezuela, corresponde a la justicia ordinaria, al amparo del Art. 144 del Código Civil 
y se la deniega al partidor; b) la nulidad de la protocolización e inscripción de la 
liquidación y disolución de la sociedad conyugal, en visita de que el divorcio no ha sido 
inscrito en el Ecuador; c) la mora del actor en el pago de las deudas sociales y sobre todo, 
de las pensiones alimenticias a los hijos comunes, a cuyo pago se comprometió en la 
pretendida liquidación y como las operaciones de la liquidación han de ser integrales, mal 
puede efectuárselas bajo estas condiciones; d) la omisión de las prestaciones de cesantía 
como de jubilación que ha concedido, la Compañía Shell de Venezuela al actor, sobre cuyo 
monto la demandada alega pertenecerle el cincuenta por ciento. El Juez Partidor, doctor 
Benjamín Terán Varea, a quien correspondió conocer la litis, resolvió que, como la parte 
demandada no hubo justificado las cuestiones que necesitaban de previa resolución, acoge 
la demanda de partición, ante cuya resolución apela la parte demandada e interpone 
conjuntamente el recurso de nulidad. La Tercera Sala de la Corte Superior de Quito 
declara la nulidad de lo actuado, a partir de la convocatoria a la junta de conciliación y 
desde que se expide autos para sentencia, disponiendo la remisión de los autos para que el 
Juzgado a - quo tramite las cuestiones que planteara la demandada y que las califica como 
de resolución previa, ante cuyo pronunciamiento, recurre en tercera instancia la parte 
actora. Para resolver el incidente, se considera: PRIMERO.- La partición de una sociedad 
conyugal deviene como consecuencia, en línea de causa a efecto, de la sentencia que haya 
declarado precedentemente la disolución de la sociedad conyugal, ora por la causal 
prevenida en el numeral primero del Art. 194 del Código Civil, esto es, la terminación del 
matrimonio; ora por la causal contemplada en el numeral cuarto de dicho precepto legal, 
a saber, sentencia judicial, a pedido de cualquiera de los cónyuges, en concordancia con el 
Art. 236 del citado cuerpo de leyes.- SEGUNDO.- En la presente causa, la parte actora ha 
pedido la partición de los bienes de la sociedad conyugal, fundando su derecho en base de 
la sentencia de divorcio, que ha pronunciado el Juzgado Superior del Estado de Falcón, 
República de Venezuela, cuya copia obra de fs. 26 a 30 de los autos y en la que se manda 
además a liquidar la sociedad conyugal. El supuesto que ampara o cuyo amparo pretende 
el actor, se mueve tras la aplicación de las normas atinentes a la ejecución de sentencias 
pronunciadas en el extranjero, para cuyo evento debió observar las normas constantes en 
los Arts. 426 y 433 del Código de Derecho Internacional Privado, también conocido como 
Sánchez de Bustamante y sirven, en homenaje a su autor, que son aplicables a este caso, a 
falta de preceptos propios en la legislación nacional con los cuales hubieren podido 
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oponerse las disposiciones de aquel Código. Al saltarse sobre estos trámites, la demanda 
de partición del actor ha viciado la sustanciación de esta demanda, de modo insubsanable 
(numeral primero del Art. 374 del Código de Procedimiento Civil).- TERCERO.- A mayor 
abundamiento, la competencia del Juez Partidor se contrae a conocer y decidir sobre las 
situaciones jurídicas, derivadas de la comunidad de bienes que la parte peticionaria 
pretende dividir, menos aquellas cuestiones que los Arts. 1373 y 1374 atribuyen a la 
justicia ordinaria. En la enumeración de las cuestiones que han sido excluidas al 
conocimiento del Juez Partidor no se menciona a casos como éstos que, por vía de ejemplo, 
se podría citar: validez de una sentencia extranjera, ineficacia o inexistencia de una 
sociedad de hecho o nulidad de una sociedad constituida en el extranjero. Ninguno de ellos 
se los ha de entender sometido a la jurisdicción del Juez Partidor, so pretexto de que la 
enumeración del Art. 1373 no los encierra. Y en efecto, procede reiterar que la jurisdicción 
del partidor es privativa, la que no la permite conocer de casos atribuidos a la justicia 
ordinaria, sin que incurra en grave violación a las normas procesales por las que se ha 
distribuido la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado a los diversos tribunales y 
juzgados por razón de las cosas. A virtud de las consideraciones que preceden, se declara 
nulo ab initio el juicio de partición, a partir de fs. 13 en adelante, a costa del Juez Sexto 
Provincial de Pichincha y luego, del Juez Partidor, reformándose en este sentido la 
resolución venida en grado. Con costas. En un mil sucres se fija el honorario del defensor 




     Esta sentencia dictada en tercera instancia versa sobre el reconocimiento de una resolución 
pronunciada en Venezuela en la cual se ordena la liquidación de la sociedad conyugal.  
 
     En esta resolución ecuatoriana se determina fundamentalmente que, para ejecutarse una 
decisión extranjera, deben regirse al procedimiento contemplado en el Código de Derecho 
Internacional Privado Sánchez de Bustamante, manifestando lo siguiente:  
 
“El supuesto que ampara o cuyo amparo pretende el actor, se mueve tras la aplicación de 
las normas atinentes a la ejecución de sentencias pronunciadas en el extranjero, para cuyo 
evento debió observar las normas constantes en los Arts. 426 y 433 del Código de Derecho 
Internacional Privado, también conocido como Sánchez de Bustamante y sirven, en 
homenaje a su autor, que son aplicables a este caso, a falta de preceptos propios en la 
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Gaceta Judicial 10 de 19-sep-1975 
 
Texto de la Gaceta: 
 
“EJECUCION DE SENTENCIA EXTRANJERA 
 
Al presentarse una sentencia extranjera, bien como excepción de cosa juzgada, bien 
exigiéndose que se declare título ejecutivo; el Juez o Tribunal debe examinar muchas 
circunstancias para saber si la sentencia es o no eficaz. Acertadísimo nos parece 
denominar eficacia de la sentencia el conjunto de los requisitos necesarios para que ella 
surta efectos extraterritoriales. Debe distinguirse entre la forma de la sentencia y la 
resolución. Es necesario que la sentencia esté redactada según las leyes o la práctica de la 
Nación cuyos jueces la pronunciaron. Si la sentencia se presenta legalizada, presúmese tal 
la conformidad o si la otra parte afirma lo contrario, el Juez concederá breve término para 
la prueba del incidente. Cerciorado el Juez de que la sentencia se halla en cuanto a la 
forma arreglada a la lex fori, examina si ha pasado en autoridad de cosa juzgada, y a este 
punto también es aplicable la lex fori. La parte que presenta la sentencia pudiera 
acompañar certificado auténtico de que ésta ha pasado en autoridad de cosa juzgada 
porque se pronunció en última instancia o porque expiraron los términos en que se podían 
interponer los recursos que la Ley concede. Cuando el Juez examina los requisitos 
intrínsecos de la sentencia, debe ante todo investigar si ella es contraria al Derecho 
Internacional o al Derecho Público del Estado donde va a ejecutarse. Los anteriores 
requisitos tanto de forma como de fondo se han cumplido con rigurosa severidad en el 
pronunciamiento del Juez extranjero, ya porque se hallan traducidas todas las piezas del 
proceso; ya porque de tal traducción se infiere la normal composición y desenvolvimiento 
del litigio dando derecho a las partes para defenderse; ya porque de ningún modo 
contraviene la sentencia expedida al Derecho Público Ecuatoriano, es más, está 
plenamente acorde con sus reglas sean de la Constitución, del Código Civil, del Código de 
Procedimiento Civil y del Código de Menores. 
Gaceta Judicial. Año LXXVII. Serie XII. No. 10. Pág. 2052. 
(Quito, 19 de septiembre de 1975) 
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VISTOS: El Dr. Julio César Trujillo Vásquez como mandatario de Marie K. Viteri, 
comparece ante el Juez Cuarto Provincial de Pichincha y en el libelo de fs. 26 expresa que 
uno de los órganos jurisdiccionales de los Estados Unidos de América, en sentencia que 
alcanzó ejecutoria otorgó a su mandante la tenencia de su hija, la menor de edad llamada 
Dawn Elizabeth Viteri, al decretar el divorcio entre su comitente y José Viteri, mediante el 
fallo cuya copia auténtica, legalización y traducción agrega al libelo, como documentos 
habilitantes. Que su excónyuge al conocer de la resolución antedicha la impugnó de hecho, 
reteniendo a la infante y trasladándose al Ecuador, volviendo imposible la ejecución de lo 
resuelto en territorio norteamericano. Con estos antecedentes, al amparo de lo prevenido 
en el Art. 451 del Código de Procedimiento Civil, en juicio ejecutivo, ante el señor Juez 
Cuarto Provincial de Pichincha, demanda a José Viteri, para que se le condene al 
cumplimiento de lo ordenado por el Juez extranjero, lo cual en modo alguno contraviene al 
Derecho Público patrio y por lo contrario, aviniéndose plenamente con él, concuerda con 
normas del Código Civil, con su ordenamiento jurídico y con la doctrina de los tratadistas, 
unánime en reconocer la fuerza extraterritorial de las sentencias extranjeras. El reo a fojas 
28 opuso las excepciones que siguen: negativa pura y simple de los antecedentes de hecho 
y de derecho de la acción; nulidad de todo lo actuado por violación de trámite, por falta de 
exhorto; inejecutividad de título y obligación; improcedencia de la acción; incompetencia 
del Juez Provincial para conocer de esta demanda por no haberse cerciorado de la validez 
de la sentencia expedida por el Juez extranjero, en resguardo de la soberanía nacional y 
del Derecho Público Ecuatoriano. Trabada de esta manera la controversia, los fallos de 
primera y segunda instancia acogen la solicitud inicial de la demandante y el demandado 
interpone el recurso de tercera instancia. Los fallos antedichos se expidieron el 17 de 
diciembre de 1974 y el 19 de junio de 1975, por el Juez Cuarto Provincial de Pichincha y 
la Tercera Sala de la Corte Superior de Quito, en su orden. Para resolver sobre el recurso 
en mención, hácense las consideraciones que siguen: PRIMERA. Conforme al Art. 451 del 
Código de Procedimiento Civil las sentencias expedidas en el extranjero deben ejecutarse 
en el Ecuador si no contravienen al ordenamiento jurídico nacional ni al orden público, 
conforme a los tratados vigentes. Ahora bien, en el caso que se juzga, la sentencia de 
divorcio entre los cónyuges Marie K. Viteri y José Viteri se expidió acogiendo la causal de 
sevicia. En tal resolución se manda que la menor Dawn Elizabeth Viteri quede bajo el 
cuidado y tenencia de su madre. La autenticación del fallo así como de todos los 
documentos anexos al libelo denotan que en los Estados Unidos de América los litigantes 
que contrajeron matrimonio según las leyes de ese País, han ventilado el juicio de divorcio 
y que en éste se citó oportunamente al demandado, habiéndose sometido la sustentación de 
la controversia a las reglas procesales vigentes, garantizándose ampliamente el derecho de 
defensa de los contendientes. SEGUNDA. No es del caso citar las normas del Código 
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Sánchez de Bustamante en que se afianzan los fallos de primera y de segunda instancia, 
pues los Estados Unidos de América si bien concurrieron a la Convención de Derecho 
Internacional Privado acordada por la Sexta Conferencia Panamericana de La Habana 
que en el año 1928 aprobó el Código de Derecho Internacional Privado Antonio Sánchez 
de Bustamante, hicieron reserva de su voto a ese instrumento absteniéndose de suscribirlo, 
según consta de la declaración expresa que en tal sentido formularon en su oportunidad, 
consignando las razones de su renuencia. Sin embargo de lo anterior la norma del Código 
de Procedimiento Civil transcrita en el considerando precedente es lo suficientemente 
clara y explícita para la decisión que debe tomar el Juez ecuatoriano a quien se le 
demanda la ejecución de un fallo extranjero. Las condiciones a examinarse son las 
puntualizadas en ese precepto y todas se cumplen en el caso que se juzga. Así en efecto: a) 
La Constitución vigente en el Art. 142 Inc. 6o proclama la defensa de la salud física, 
mental y moral de la infancia y de los derechos del niño a la educación y a la vida de 
hogar; b) El Art. 91 del Código Civil estatuye que el matrimonio celebrado en nación 
extranjera, en conformidad con las leyes de la misma nación o a las leyes ecuatorianas, 
surtirá en el Ecuador los mismos efectos civiles que si se hubiere celebrado en territorio 
ecuatoriano. Y con relación al divorcio añade que si la autoridad competente ha declarado 
la insubsistencia o nulidad de un matrimonio celebrado en nación extranjera, se 
respetarán los efectos de esa declaratoria. Del proceso aparece que María de Viteri y José 
Viteri contrajeron matrimonio bajo el imperio de la ley norteamericana y que conforme a 
esta se divorciaron. El Código Civil reconoce la validez de la declaración de divorcio y por 
tanto sus efectos. Entre ellos, sin duda alguna, la asignación de los hijos a uno de los 
padres; c) Pero es más, el Art. 107 del Código Civil, en su regla primera prescribe que a la 
madre divorciada o separada del marido toca el cuidado de los hijos impúberes, sin 
distinción de sexo y de las hijas en toda edad. La resolución del Juez extranjero se halla en 
plena conformidad con la legislación nacional en este punto; d) El Código de Menores a su 
vez señala la obligación del Estado de garantizar al menor la asistencia, alimentación y 
defensa de su salud hasta su completo desarrollo dentro de un ambiente de seguridad 
moral y material, por las personas legalmente obligadas al cumplimiento de estos deberes 
y para que no se les aparte de su familia sino en los casos que constituya o signifique grave 
peligro para su seguridad material y moral. Tales normas aparecen de los literales b) y h) 
del primer artículo del citado cuerpo de leyes. TERCERA. El doctor Luis Felipe Borja en 
su notable tratado "Estudios sobre el Código Civil Chileno", en el Tomo I de su obra a fs. 
47 dice: "Al presentarse una sentencia extranjera, bien como excepción de cosa juzgada, 
bien exigiéndose que se declare título ejecutivo; el Juez o Tribunal debe examinar muchas 
circunstancias para saber si la sentencia es o no eficaz. Acertadísimo nos parece 
denominar eficacia de la sentencia el conjunto de los requisitos necesarios para que ella 
surta efectos extraterritoriales. Debe distinguirse entre la forma de la sentencia y la 
resolución. Es necesario que la sentencia esté redactada según las leyes o la práctica de la 
Nación cuyos jueces la pronunciaron. Si la sentencia se presenta legalizada, presúmese tal 
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la conformidad o si la otra parte afirma lo contrario, el Juez concederá breve término para 
la prueba del incidente. Cerciorado el Juez de que la sentencia se halla en cuanto a la 
forma arreglada a la lex fori, examina si ha pasado en autoridad de cosa juzgada, y a este 
punto también es aplicable la lex fori. La parte que presenta la sentencia pudiera 
acompañar certificado auténtico de que ésta ha pasado en autoridad de cosa juzgada 
porque se pronunció en última instancia o porque expiraron los términos en que se podían 
interponer los recursos que la Ley concede. Cuando el Juez examina los requisitos 
intrínsecos de la sentencia, debe ante todo investigar si ella es contraria al Derecho 
Internacional o al Derecho Público del Estado donde va a ejecutarse". CUARTO. Los 
anteriores requisitos tanto de forma como de fondo se han cumplido con rigurosa 
severidad en el pronunciamiento del Juez extranjero, ya porque se hallan traducidas todas 
las piezas del proceso; ya porque de tal traducción se infiere la normal composición y 
desenvolvimiento del litigio dando derecho a las partes para defenderse; ya porque de 
ningún modo contraviene la sentencia expedida al Derecho Público Ecuatoriano, es más, 
está plenamente acorde con sus reglas sean de la Constitución, del Código Civil, del 
Código de Procedimiento Civil y del Código de Menores. QUINTA. En fallo relativamente 
reciente, la Corte Suprema del Ecuador Primera Sala recogió todos los principios 
doctrinarios y legales citados al referirse a la ejecución de un fallo expedido por uno de los 
Tribunales de los Estados Unidos de América. Por la correlación que guarda con la 
presente controversia es del caso citarlo. Se trata de la sentencia de 27 de junio de 1972 
recaída en el juicio ejecutivo que por ejecución de sentencia extranjera siguió The General 
Cocoa Company contra José Jorge Arévalo. Entonces se dijo: "6o Aún en el caso de que 
los Estados Unidos de América no se hubieran adherido a la Convención sobre 
reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales extranjeras, tal circunstancia no podía 
impedir en forma alguna la ejecución de la sentencia en mención, pues, nuestro Derecho 
Procesal Civil, atendiendo a la obligación que tienen todos los Estados Políticos de 
coadyuvar a que el Derecho y la Justicia gobiernen las relaciones de todos los hombres, 
dispone su ejecución, cuando se cumplen los requisitos determinados en el Art. 451 de 
tantas veces mencionado Código, y sin consideración alguna a que sean arbitrales o 
expedidas por la justicia de otra clase de Jueces. Reunidos los requisitos en mención, es 
obligación de los Jueces ordenar la ejecución de las sentencias extranjeras. Consta de 
autos el cumplimiento de los requisitos que establece el Art. 451 pues la sentencia arbitral 
pasó en autoridad de cosa juzgada: la obligación que se demanda y la ejecución es 
esencialmente personal y no contraviene al Derecho Público Ecuatoriano. Procede en 
consecuencia, la presente acción dirigida a ejecutar la sentencia arbitral expedida por el 
panel o Tribunal de Arbitradores, prevista en el correspondiente contrato". fdo.. Dres. C. 
A. Durango. Carlos Pérez P. Antonio José Borja". SEXTA. En la litis que conoce la Sala, 
la sentencia cuya ejecución se pide cumple con las formalidades expresadas en las citas 
precedentes y con arreglo a Art. 451 del Código de Procedimiento Civil, tanto la 
obligación como el título son ejecutivos; la sentencia ha alcanzado ejecutoria y se halla en 
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firme y la acción es personal en los términos del Art. 615 del Código Civil pues la 
obligación del padre de entregar a la madre a su hija, nace de la disposición legislativa 
que se contiene en la primera regla del Art. 107 del Código Civil analizada en otra parte 
de esta providencia. Por todo lo expuesto, las excepciones con que se impugnó la demanda 
se hallan destituidas de todo fundamento y ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se confirma por las 
consideraciones que vierte el Tribunal en el presente fallo, la parte resolutiva del 
pronunciamiento de la Sala de Apelación. Con las costas de las tres instancias. Se regula 






Resolución 227-2001 de la Corte Suprema de Justicia 
 
Texto de la Resolución: 
 
“CUMPLIMIENTO DE EXHORTO. Expediente 227, Registro Oficial 378, 27 de Julio del 
2001. 
 
     Dentro del trámite especial No. 99 - 2001 que por cumplimiento de exhorto sigue 
Fernando Cárdenas Ochoa, mandatario y procurador judicial de Micheline Roy Tenorio 
en contra de Rubén Tenorio Gramas, se ha dictado lo que sigue: 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 
PRIMERA SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL 
 
Quito, 13 de junio del 2001; las 15h30. 
 
     VISTOS: Rubén Tenorio Oramas interpone recurso de hecho, ante la negativa del 
recurso de casación, del auto pronunciado por la Primera Sala de la Corte Superior de 
Justicia de Cuenca, dentro del expediente de cumplimiento de exhorto iniciado por 
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Fernando Cárdenas Ochoa, mandatario y procurador judicial de Micheline Roy Tenorio. 
El proceso viene por segunda ocasión a esta Primera Sala de lo Civil y Mercantil, la cual 
en auto expedido el 11 de abril del 2001, aceptó el recurso y para resolverlo hace las 
siguientes consideraciones: 
 
     PRIMERA: El recurrente funda el recurso en las causales primera y segunda del 
artículo 3 de la Ley de Casación y considera infringidas las siguientes normas de derecho: 
artículos 16, 17, 18, 23, 24 numerales 1, 10, 13, 14 y 17, 97, 163. 192, 272 y 273 de la 
Constitución Política de la República; artículos 353, 355, 358 y 424 del Código de 
Procedimiento Civil; artículos 9, 10, 18, 326, 328, 369, 375, 378 y 1505 del Código Civil; 
artículos 3, 66, 73, 82 y 90 del Código de Menores; artículo 4 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño.  
 
     SEGUNDA: De las acusaciones señaladas deben examinarse en primer término las que 
se fundan en la causal segunda del artículo 3 de la Ley de Casación, es decir las que 
consisten en: "Aplicación indebida, falte de aplicación o errónea interpretación de normas 
procesales, cuando hayan viciado el proceso de nulidad insanable o provocado 
indefensión, siempre que hubieren influido en la decisión de la causa y que la respectiva 
nulidad no hubiere quedado convalidada legalmente", puesto que, de aceptarse este 
impugnación, sin entrar a considerar las otras alegaciones, el Tribunal de Casación 
deberá aplicar lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 14 de la misma ley: "Cuando 
se trate de casación por la causal segunda del artículo 3, la Corte Suprema anulará el fallo 
y remitirá dentro de un término de cinco días el proceso al Juez u órgano judicial al cual 
tocaría conocerlo en caso de recusación de quién pronunció la providencia casada, a fin 
de que conozca la causa desde el punto en que se produjo la nulidad sustanciándolo con 
arreglo a derecho".  
 
     TERCERA: En este caso es de fundamental importancia la aplicación del artículo 424 
del Código de Procedimiento Civil, pues se refiere específicamente a la ejecución de 
sentencias extranjeras por los jueces ecuatorianos, que es la cuestión jurídica que se 
ventila en esta causa. Cuando esta Sala conoció por primera ocasión este asunto y declaró 
la nulidad de lo actuado, a partir de la providencia dictada el 18 de abril de 1997, señaló 
con absoluta precisión en el auto del 6 de julio del 2000 cómo debía aplicarse el 
mencionado artículo. Dijo entonces que el Juez exhortado debe proceder a homologar o 
conceder el exequátur a la sentencia extranjera cuya ejecución se solicite, o sea a calificar 
que dicha sentencia esté conforme al derecho público ecuatoriano, a las leyes nacionales y 
a los tratados internacionales, en caso de haberlos, tanto en el fondo como en la forma. o, 
en caso contrario, a no admitir su ejecución. Pero esta decisión exige indispensablemente 
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que el Juez inicie un proceso de conocimiento con todas las formalidades que estos juicios 
tienen y que, luego de su trámite, se pronuncie a través de una sentencia, que podrá ser 
impugnada mediante los recursos que determine la ley. La disposición legal tiene que ser 
entendida de esta manera aunque dicho artículo esté incluido en la sección 
correspondiente a los juicios ejecutivos. Se reitera entonces que el Juez, en juicio de 
conocimiento debe decidir la homologación de la sentencia extranjera y, si encuentra que 
dicha sentencia no contraviene el derecho público ni las leyes ecuatorianas y está a 
conforme a los tratados internacionales, si los hubiere, la homologará y luego podrá pasar 
a la fase de ejecución de la misma. No cabe por tanto que un Juez, sin trámite alguno, se 
pronuncie sobre las cuestiones que determina el artículo 424 del Código de Procedimiento 
Civil y acepte o no que la sentencia extranjera se acomoda al derecho nacional. Como 
tampoco cabe que proceda sin más a ejecutar dicha sentencia, sin la comprobación a 
través de un proceso formal de la conformidad con el derecho nacional.  
 
     CUARTA: Lo señalado en el considerando anterior lleva a la conclusión de que tanto el 
Juez Primero de lo Civil de Cuenca, al rehusarse al cumplimiento del exhorto, en su 
providencia del 26 de octubre del 2000, como la Primera Sala de la Corte Superior de 
Justicia, que en el auto de 30 de enero del 2001, revoca dicha providencia y dispone que se 
proceda a la ejecución de la sentencia venida en el exhorto, han dejado de aplicar las 
disposiciones del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil y o en consecuencia han 
violado el trámite correspondiente a la naturaleza de este proceso, lo que ha influido de la 
decisión de la causa, conforme lo establece el artículo 1067 del propio código. Por estas 
consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY, aceptando el recurso de casación interpuesto por Rubén 
Tenorio Gramas, anula el auto expedido por la Primera Sala de la Corte Superior de 
Cuenca, declara la nulidad de lo actuado a partir de la providencia expedida por el Juez 
Primero de lo Civil de Cuenca, el 31 de agosto del 2000; y dispone que el Juez al que 
corresponda, de acuerdo con el segundo párrafo del artículo 14 de la Ley de Casación, 
inicie el juicio de conocimiento para homologar la sentencia extranjera, en conformidad 
con lo que se señala en el considerando tercero de esta sentencia, tomando como punto de 
partida el exhorto librado por el Tribunal de Ontario, Canadá, que para tal efecto se 
desglosará de este expediente. Notifíquese, publíquese y devuélvase. 
 
Fdo.) Dres. Galo Galana Paz, Santiago Andrade Ubidia y Ernesto Albán Gómez, Ministros 
Jueces. 
 




RAZON: Es fiel copia de su original.- Certifico.- Quito, 14 de junio del 2001. 
 
f.) Dra. Isabel Garrido Cisneros, Secretaría Relatora de la Primera Sala de lo Civil y 




     Esta resolución plantea los argumentos más preocupantes respecto al reconocimiento y  
ejecución de sentencias extranjeras. El considerando tercero contiene la parte medular de lo que 
entiende la sala respecto al reconocimiento. En este sentido la Sala pronunció lo siguiente: 
 
“el juez exhortado debe proceder a homologar o conceder el exequátur a la sentencia 
extranjera cuya ejecución se solicita, o sea a calificar que dicha sentencia esté conforme al 
derecho público ecuatoriano, a las leyes nacionales y a los tratados internacionales, en 
caso de haberlos, tanto en el fondo como en la forma”12. Más adelante dispone que “esta 
decisión exige indispensablemente que el Juez inicie un proceso de conocimiento con todas 
las formalidades que estos juicios tienen y que, luego de su trámite, se pronuncie a través 
de una sentencia, que podrá ser impugnada mediante los recursos que determine la ley”13. 
Añade además al final de este considerando que: “la disposición legal tiene que ser 
entendida de esta manera aunque dicho artículo esté incluido en la sección 
correspondiente a los juicios ejecutivos”14  
 
     En conclusión, la descrita resolución de la Corte Suprema de Justicia, a más de hacer énfasis 
en la normativa prevista en nuestro artículo 414 del CPC, fija como directriz para el 
reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, que se realice un proceso de 
conocimiento en el que el juez nacional revise que esta sentencia no contravenga a cualquier ley 
nacional.  
                                                     
12
 Resolución 227-2001 CSJ, Registro Oficial 378 de 27-jul-2001, Pág. 2 
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     De la normativa y jurisprudencia citadas anteriormente se podría determinar que la sentencia 
extranjera se consideró tal como dispone la ley, como un título ejecutivo con su respectivo 
trámite ejecutivo, mientras que la anteriormente referida Resolución pretende que se reconozca 
una decisión extranjera mediante un proceso ordinario.  
 
     La resolución estudiada muestra una total incongruencia con los principios de cooperación 
judicial internacional y eficacia extraterritorial de resoluciones judiciales extranjeras, 
contemplados en la Convención Interamericana de 1979. 
 
2.1.1.8.Reconocimiento y Ejecución en Legislaciones Extranjeras 
 
     A continuación realizaremos un análisis comparativo de algunas legislaciones extranjeras 
que contemplan, en su normativa adjetiva, un procedimiento específico para el reconocimiento y 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras, por lo cual estudiaremos las legislaciones de la 
República de Colombia, la República de Perú y el Reino de España, así como también el 
sistema de reconocimiento de plano aplicado por la Unión Europea. 
 
2.1.1.8.1. El Reconocimiento y la Ejecución en la República de Colombia 
 
     El procedimiento colombiano de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras se encuentra regulado por el Código General del Proceso
15
, en sus artículos 605 al 
609, dentro del Título “Sentencias y Laudos Proferidos en el Exterior y Comisiones de Jueces 
Extranjeros”, dicho título contiene tres capítulos: 
 
     El artículo 605 del mencionado cuerpo legal nos indica los efectos que alcanza una decisión 
extranjera en Colombia y hace referencia como requisito primordial la existencia de un tratado 
internacional en la materia con el país exhortante o, en su defecto, que se aplique el principio de 
reciprocidad. 
                                                     
15
 Ley1564 DE 2012 D.O. 48.489, julio 12 de 2012 (Colombia) 
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     Su artículo 606 determina los requisitos  de regularidad que debe cumplir una decisión 
extranjera, para ser reconocida en territorio colombiano, consecuentemente se indica lo 
siguiente:  
 
     “Requisitos. Para que la sentencia extranjera surta efectos en el país, deberá reunir los 
siguientes requisitos: 
1. Que no verse sobre derechos reales constituidos en bienes que se encontraban en 
territorio colombiano en el momento de iniciarse el proceso en que la sentencia se profirió.  
2. Que no se oponga a leyes u otras disposiciones colombianas de orden público, 
exceptuadas las de procedimiento.  
3. Que se encuentre ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen, y se 
presente en copia debidamente legalizada.  
4. Que el asunto sobre el cual recae, no sea de competencia exclusiva de los jueces 
colombianos.  
5. Que en Colombia no exista proceso en curso ni sentencia ejecutoriada de jueces 
nacionales sobre el mismo asunto.  
6. Que si se hubiere dictado en proceso contencioso, se haya cumplido el requisito de la 
debida citación y contradicción del demandado, conforme a la ley del país de origen, lo 
que se presume por la ejecutoria.  
7. Que se cumpla el requisito del exequátur.”  (Código General del Proceso. Ley 1564 DE 
2012 D.O. 48.489, julio 12 de 2012 (Colombia), artículo 606) 
 
     En el artículo 607 se regula el “procedimiento de exequátur”, el cual debe ser conocido por la 
Corte Suprema de Justicia, en la Sala de Casación Civil, determinándose las formalidades y 
plazos que deben cumplirse, como son: la citación y la presentación de pruebas al momento de 
la petición.  Podemos apreciar que éste es un procedimiento de conocimiento, ya que el artículo 
609 regula la presentación de pruebas, convirtiéndose en un régimen que no está de acuerdo con 
principio de eficacia extraterritorial que plantea la Convención Interamericana; sin embargo 
existe un proceso judicial especial a través del cual los órganos jurisdiccionales colombianos 
pueden aplicar la ley. 
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2.1.1.8.2. El Reconocimiento y la Ejecución en la República de Perú 
 
     En la normativa peruana, el reconocimiento y ejecución es regulado por el Código Procesal 
Civil
16
, específicamente por su artículo 719, el cual nos indica lo siguiente: “Las resoluciones 
judiciales extranjeras reconocidas por tribunales nacionales se ejecutarán siguiendo el procedimiento 
establecido en el presente Capítulo.”. De lo transcrito se desprenden las siguientes consideraciones: 
 
     La legislación procesal peruana, al igual que la ecuatoriana, no determina un procedimiento 
especial para reconocer y ejecutar una decisión judicial extranjera; sin embargo, manifiesta 
expresamente que su ejecución se regirá al procedimiento del capítulo relativo a los procesos de 
ejecución; es decir, la ejecución de una sentencia o decisión extranjera se seguirá mediante 
juicio ejecutivo. 
 
     A pesar de determinarse expresamente un proceso para ejecución de sentencias extranjeras, 
la legislación adjetiva peruana, no determina un procedimiento para su reconocimiento, lo cual 
no es concordante con el citado artículo 719, el cual dispone que una resolución judicial 
extranjera fuera ejecutada siempre y cuando sea reconocida por un tribunal nacional.  
 
     La norma peruana tampoco contempla ningún requisito de regularidad formal ni 
procedimental, lo cual otorga demasiada discrecionalidad a los órganos jurisdiccionales 
competentes en Perú al momento de reconocer una sentencia. 
 
2.1.1.8.3. El Reconocimiento y la Ejecución en el Reino de España 
 
     El sistema español de reconocimiento y ejecución de sentencias se encuentra regulado por 
los artículos 951 a 958 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (L.E.C.) de 1881. 
 
                                                     
16
 Código Procesal Civil, Decreto Legislativo Nº 768, Lima, 29 de febrero de 1992 (Perú). 
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     El artículo 951.4 de la L.E.C. configura tres regímenes distintos de exequatur: convencional, 
de reciprocidad y de condiciones, los cuales están ordenados en una relación jerárquica. Si 
resulta aplicable un convenio deberá observarse exclusivamente el régimen jurídico previsto en 
él; si no existe convenio aplicable deberá aplicarse el régimen de reciprocidad; si no queda 
acreditada la reciprocidad positiva ni negativa, operará el régimen de condiciones.  
 
     Sin embargo, el régimen de reciprocidad ha operado en la práctica a la par  con el de 
condiciones, lo cual ha supuesto su escasa utilidad y sentido. Debe ser pues, particularmente 
tenido en cuenta, el régimen convencional que cada vez presenta una mayor complejidad, por el 
elevado número de convenios internacionales de reconocimiento y ejecución de fallos 
extranjeros, tanto bilaterales como multilaterales, así como generales o especiales por razón de 
la materia. 
 
     Los presupuestos o condiciones del exequátur que debe analizar el Juez competente y que 
son básicamente comunes a los tres regímenes, son los siguientes: Regularidad formal 
(verificación de la autenticidad de la sentencia extranjera tanto respecto de la ordenación 
procesal extranjera, como respecto de la española), regularidad procedimental (verificación de 
que en el procedimiento seguido en el extranjero y del que ha emanado la sentencia cuyo 
reconocimiento se pretende en España se han respetado los derechos de defensa de las partes o 
en general no se ha vulnerado su orden público procesal), inexistencia de contradicción con una 
decisión judicial española, ya sea ésta firme o en trámite; no contrariedad de la sentencia 
extranjera con el orden público español y control de la competencia judicial internacional del 
tribunal de origen.  
 
     El procedimiento de exequatur en el régimen de reciprocidad y de condiciones y en defecto 
de disposición convencional aplicable, está regulado en los artículos 955 a 958 de la L.E.C. El 
tribunal competente para otorgar el reconocimiento es el Tribunal Supremo. Presentada la 
solicitud de exequatur, con la sentencia legalizada y traducida, se deberá oír a la parte contra la 
que se dirige y al Ministerio fiscal por un periodo de 9 días. Para citar a las partes, se librará 
certificación a la Audiencia en cuyo territorio estén domiciliadas, disponiendo de un término de 
treinta días para comparecer. Pasado el mismo, el Tribunal Supremo proseguirá el 
procedimiento, resolviendo por auto no susceptible de ulterior recurso. Si se pretende además la 
ejecución del fallo, se envía una certificación del auto a la Audiencia del lugar del domicilio del 
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condenado, la cual ordenará al Juez correspondiente al domicilio del demandado para que 
proceda a su cumplimiento. 
 
2.1.1.8.4. El Reconocimiento y la Ejecución en la Unión Europea 
 
     Se encuentran regulados por el Reglamento (CE) No 44/2001 del Consejo de 22 de 
diciembre de 2000, relativo a: la Competencia Judicial, el Reconocimiento y la Ejecución de 
Resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. Este instrumento constituye el mayor 
avance en cooperación judicial internacional, ya que dispone que el reconocimiento de 
resoluciones judiciales entre los países de la Unión Europea no deba someterse a ningún 
procedimiento interno, de cada país miembro. Su artículo 33 manifiesta lo siguiente:  
 
     “1. Las resoluciones dictadas en un Estado miembro serán reconocidas en los demás 
Estados miembros, sin que fuere necesario recurrir a procedimiento alguno.” 
 
     Este Reglamento se rige a los principios del “reconocimiento de plano” estudiado 
anteriormente, el cual es beneficioso para los Estados europeos, ya que se omiten 
procedimientos internos y se alcanza plena eficacia de la resolución judicial extranjera. 
 
     El artículo 36 del mencionado Reglamento plantea un principio fundamental, que debería ser 
acogido de manera universal en materia de reconocimiento, el cual dispone lo siguiente: “La 
resolución extranjera en ningún caso podrá ser objeto de una revisión en cuanto al fondo”.  
 
     De lo citado se entiende que la finalidad de este artículo es aplicar el principio de confianza 
entre los Estados, el cual consiste en que el órgano judicial del Estado requerido tiene plena 
seguridad de que el juez del país exhortante actuó conforme a derecho al momento de emitir la 
resolución que va a ser reconocida. 
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     El presente Reglamento debe ser considerado como ejemplo de integración y cooperación 
judicial y los demás organismos regionales deberían aplicar estos principios en su respectiva 
región. 
 
Procedimiento de Reconocimiento y Ejecución adoptado en el Reglamento 
 
     El objetivo del reglamento es la creación del título ejecutivo europeo para créditos no 
impugnados que permitan la libre circulación de estos títulos en los países miembros de la 
comunidad, proveyendo unas normas mínimas que supriman el proceso de reconocimiento. La 
certificación de un título como ejecutivo suprime los controles estatales para este tipo de 
documentos, ya que cuando una resolución sobre un crédito no impugnado obtiene la 
certificación de título ejecutivo en cualquiera de los Estados miembros, su beneficiario puede 
pedir las medidas coactivas necesarias en los demás Estados miembros, sin trámites 
intermedios. 
 
     En este caso, el reconocimiento y ejecución lo otorga el país que emite la sentencia, 
transacción judicial o documento público que tenga carácter de título ejecutivo. Se invierten los 
roles, ahora es el país certificante, el que debe realizar un examen riguroso para conceder la 
certificación de título ejecutivo europeo. Esto requiere de grandes niveles de eficiencia y 
confianza intracomunitaria, ya que dada la certificación en cualquiera de ellos, surte efecto en el 
territorio comunitario. 
 
     Cuando el título es impugnado, se debe seguir el proceso de reconocimiento en el Estado 
extranjero. En caso que no se impugne, se aplican las normas para el reconocimiento de plano. 
El título debe contener un importe determinado que se encuentre vencido. Para considerar que 
no ha sido impugnado, se debe analizar lo siguiente: 
 
 Si el deudor ha aceptado libremente la existencia de la obligación, ya sea en un proceso 
judicial o al haber celebrado una transacción ante un juez; y, 
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 Que no lo impugnó dentro del proceso judicial.  
 
     Es importante que el acreedor pida la certificación ante el órgano jurisdiccional competente 
de origen de la sentencia. El juez que va a conceder la certificación de la sentencia judicial 
como título ejecutivo debe analizar los siguientes requisitos: 
 
 Que tenga la autoridad de cosa juzgada y sea ejecutoriada en el Estado de origen; 
 
 Debe ser expedida por un órgano jurisdiccional con respeto de las normas de 
competencia internacional; 
 
 Que se haya salvaguardar el derecho de defensa del demandado. Aquí debe analizar la 
conducta pasiva del demandado o el porqué de su no impugnación; y, 
 
  Que el deudor esté domiciliado en un país de la comunidad europea. 
 
     Luego de verificados estos requisitos, se procederá a otorgar la certificación como título 
ejecutivo europeo. Con esta nueva reglamentación, la única posibilidad que tiene el deudor para 
impedir la ejecución de plano, es haber impugnado el título en el proceso judicial. 
 
     No se admite recursos contra el título ejecutivo europeo. Al igual que en el proceso de 
exequátur, está prohibida una revisión de fondo de la certificación del título ejecutivo europeo.  
 
     El espíritu de este Reglamento consiste en eliminar el costo que requiere los procesos de 






     El marco legal dentro del cual se desenvuelve el presente proyecto de investigación, se 
encuentra principalmente en las disposiciones contenidas en la Convención Interamericana de 
sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros (1979), el Código 
de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante, el Código Orgánico de la Función 
Judicial, específicamente su artículo 143 y el Código de Procedimiento Civil; sin perjuicio de 
aquello, el estudio comprende además la norma constitucional (Constitución de la República del 
Ecuador) y legislaciones extranjeras que versan sobre reconocimiento y ejecución de decisiones 
judiciales foráneas.  
 




Asistencia Internacional de Mero Trámite (Primer Grado): 
 
           Abarca dos escalones de cooperación. El primero, referido al auxilio de mero trámite, 
citaciones, emplazamientos y notificaciones llevadas a cabo en un Estado a ruego de tribunales 
de otro, nivel en el que la entreayuda jurídica internacional normalmente afecta en grado 
mínimo los derechos de los justiciables y al Estado que la presta y en el que la prestación del 
auxilio no implica un grado apreciable de coerción, verificándose casi instantáneamente. Otro 
escalón, más complejo, está constituido por la cooperación probatoria. El diligenciamiento de 
pruebas fuera de fronteras supone una actividad de mayor complejidad y duración temporal que 
una mera notificación y puede llegar a niveles coercitivos de relativa importancia, tales, la 








Asistencia Cautelar Internacional (Segundo Grado):  
 
 
     Persigue que el fallo que se dicte en el extranjero no llegue demasiado tarde. En relación a 
este nivel de asistencia cabe resaltar su intenso grado de coerción y su mayor extensión 
cronológica. La cooperación cautelar, por ejemplo, puede incidir en la disponibilidad de un bien 
o suponer la intervención de una empresa, y se mantiene, en principio, el tiempo que insuma el 
proceso cuyo resultado la cautela pretende asegurar. 
 
 
Asistencia Ejecutiva Internacional (Tercer Grado):  
 
 
     La finalidad de ésta consiste en aplicar el derecho del Estado solicitado en el Estado receptor, 
lo que significa que las resoluciones judiciales emanadas de un país deben surtir efecto en otro, 






     En palabras de Cabanellas: 
 
 “Contienda, disputa. | Oposición, rivalidad; sobre todo en el comercio y la industria. | 
Atribución, potestad, incumbencia. | Idoneidad, aptitud. | Capacidad para conocer una 
autoridad sobre una materia o asunto. | Derecho para actuar. | DE JURISDICCIÓN. 
Contienda suscitada entre dos jueces, tribunales o autoridades, respecto al conocimiento y 
decisión de un negocio, judicial o administrativo. | DESLEAL. Abusiva práctica del 
comercio por quien trata de desviar, en provecho propio, la clientela de otra persona, 
establecimiento comercial o industrial, empleando para conseguirlo equívocos, fortuitas 
coincidencias de nombre, falsas alarmas o cualquier medio de propaganda deshonesta. (V. 
COMPETENCIA ILÍCITA) | ILÍCITA. Ejercicio abusivo del comercio o de la industria 
manteniendo la rivalidad profesional con medios reprochables, con infracción de leyes y 




Cooperación Judicial Internacional: 
 
 
      Entendemos por cooperación jurisdiccional internacional, toda actuación procesal 
desplegada en un Estado al servicio de un proceso incoado o a incoarse en otro. Actividad 
originada en providencias emanadas de órganos jurisdiccionales extranjeros, cuya finalidad es 
lograr que el proceso se entable, se desarrolle o se afiance en sus resultados, a través de acciones 




Costumbre Internacional:  
 
 
     Arellano García (2001) nos dice que:  
 
 
“La costumbre internacional es, pues, una manera de crear normas jurídicas 
internacionales, que entraña actos externos que hacen presumir el consentimiento de los 
Estados. La forma de comportamiento reiterada conduce a interpretar un consentimiento 
tácito del Estado con una regla jurídica que le concederá derechos o le fijará 






      Conjunto de leyes que posibilitan y hacen efectivo el ejercicio regular de las relaciones 
jurídicas, al poner en actividad el organismo judicial del Estado. 
 
 
Derecho Internacional Privado:  
 
 
     En palabras de Arellano García (2001):  
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“El Derecho Internacional Privado es el conjunto de normas jurídicas de Derecho Público 
que tienen por objeto determinar la norma jurídica aplicable en los casos de vigencia 
simultánea de normas jurídicas de más de un Estado que pretenden regir una situación 





     Efectuación, realización, cumplimiento; acción o efecto de ejecutar o poner por obra alguna 
cosa. | Efectividad o cumplimiento de una sentencia o fallo de juez o tribunal competente; como 
cuando se toman los bienes del deudor moroso para satisfacer a los acreedores mediante dicha 
orden judicial. | Aplicación de la pena de muerte. | Exigencia o reclamación de una deuda por 
vía ejecutiva. | APAREJADA. Se dice que trae aparejada ejecución cuando el título, por el cual 
se demanda una cantidad de dinero, es de aquellos que por ley autoriza a iniciar juicio ejecutivo. 
| CAPITAL. En Derecho Penal, se identifica esta expresión con la de ejecución de la pena de 
muerte, ya que pena capital y pena de muerte son formas que se utilizan indistintamente en el 
lenguaje artístico. | DE SENTENCIA. El acto de llevar a efecto lo dispuesto por un juez o 






     Transcripción castellana recogida en el DRAE de la palabra latina exequatur, que significa 
"ejecútese" –muy a menudo utilizada en la forma exequator, es el conjunto de reglas conforme a 
las cuales el ordenamiento jurídico de un Estado verifica si una sentencia judicial emanada de 




     Cabanellas nos dice:   
 
 
 “Del latín exsequatur, que ejecute o cumplimente. En Derecho Internacional Público, 
documento por el cual un cónsul es reconocido como tal en el Estado donde ha de 
desempeñar sus funciones. | En Derecho Canónico, pase o autorización que el gobierno 
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concede para que las bulas y rescriptos pontificios sean observados como legislación 
nacional. | En ciertos países, como Francia, fórmula judicial para hacer posible la 
ejecución de fallos y resoluciones dictadas en país extranjero. | Asimismo, autorización o 




Exequátur Consular:  
 
 
     Se denomina a la autorización que otorga un jefe de Estado a agentes extranjeros 
para que en su territorio puedan ejercer funciones propias de sus cargos (exequatur 
consular; véase cónsul); y, asimismo, en el contexto de las relaciones entre Iglesia y 
Estado propias del Antiguo Régimen, era el término utilizado para designar el pase que daba la 
autoridad civil de un Estado a las bulas y otras disposiciones pontificias para que fueran 






      El término exhorto así como las expresiones “comisiones o cartas rogatorias”, 
“suplicatorias” o “requisitorias”, son utilizadas en el ámbito regional como sinónimos y 
designan el encargo o ruego que hace el órgano jurisdiccional de un Estado a sus pares de otro, 
para la realización de algún procedimiento o sustanciación al servicio de una actividad procesal 
tramitada o a tramitarse ante el requirente. Los distintos textos convencionales vigentes en el 
continente hacen del exhorto el instrumento para la comunicación de la asistencia judicial 
internacional, por lo que no debe confundirse el instrumento, la rogatoria, con la cooperación 





     Ficción jurídica que considera ciertas personas y cosas (como los representantes 
diplomáticos y consulares, los edificios que ocupan y los barcos de guerra) como pertenecientes 





     Cumplimiento puntual y exacto. | Lealtad a la palabra o a la firma. | Requisito exigido en un 
acto o contrato. | Trámite o procedimiento en un acto público o en una causa o expec1iente.| 






     En palabras de Gamas Torruco (2001): 
 
 “La globalización es un fenómeno complejo e inevitable que, dada la tecnología existente, 
permite el flujo libre de ideas, información, mercancías y servicios, capital e incluso 






     De acuerdo con su etimología griega, aprobación, consentimiento, rectificación. | 
Confirmación judicial de determinados actos de las partes, para la debida constancia y eficacia. | 







     Perteneciente al juicio. | Atinente a la administración de justicia. | Concerniente a la 







     Según Cabanellas: 
 
“ En general, acción de proceder. | Sistema o método de ejecución, actuación o 
fabricación. | Modo de proceder en la justicia, actuación de trámites judiciales o 
administrativos; es decir, que es el conjunto de actos diligencias y resoluciones que 
comprenden la iniciación, instrucción, desenvolvimiento, fallo y ejecución en una causa. | 
CIVIL No es sino el procedimiento judicial ante la jurisdicción común (v.). | 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Conjunto de trámites y resoluciones pertinentes en 
la jurisdicción contencioso-administrativa. | JUDICIAL. Conjunto de trámites y formas que 
rigen la instrucción y resolución de una causa, en cualquiera de las jurisdicciones. | 
LEGISLATIVO. La totalidad de los trámites que sigue una ley desde su propuesta hasta la 
promulgación. | PARLAMENTARIO. La modalidad con que actúa cada Poder legislativo 
(v.), contenida en los reglamentos que las propias cámaras adoptan y modifican, sobre el 
modo de proceder en la aprobación, reforma y derogación de las leyes y en los debates de 
carácter general, especialmente en cuanto a interpelaciones y peticiones dirigidas a los 
representantes del Poder ejecutivo. | PENAL. Serie de investigaciones y trámites para el 





     En palabras de Cabanellas: 
 
 “Las diferentes fases o etapas de un acontecimiento. | Conjunto de autos y actuaciones. | 
Litigio sometido a conocimiento y resolución de un tribunal. | Causa o juicio criminal. | 
ant. Procedimiento. | CIVIL. El que se tramita por la jurisdicción ordinaria y sobre 
conflictos que atañen primordialmente al Derecho Privado. | CONTENCIOSO. Aquel en 
que existe contradicción o impugnación total o parcial, por cada una de las partes, de las 
pretensiones de la contraria. | ESPECIAL. Cualquiera cuya actuación no se ajusta a las 









     Igualdad en el trato. | Correspondencia en las relaciones. | Acción y reacción m u tu as y 
acordes en sentido de coincidencia o de discrepancia; de armonía o de conflicto. | En Derecho 
Internacional, a falta de norma coactiva, sujeción al mismo trato que reciban el Estado o los 




Regularidad Internacional de los Fallos: 
 
 
      Tomado de la Página Web del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana:  
 
 
“Consiste en la  compatibilidad entre la sentencia y las leyes del país donde se solicita que 
sea reconocida, cumpliendo los siguientes requisitos: 
 
Que no contenga nada contrario a la legislación del país donde se tramita. 
Que no se oponga a la jurisdicción del país donde se tramita. 
Que la parte contra quien se invoca la sentencia haya sido notificada conforme a derecho. 
Que la sentencia se encuentre ejecutoriada conforme a la ley del Estado de donde se 
otorgó.”  (http://cancilleria.gob.ec/exequatur-definicion/) 
 
Resolución Judicial:  
 
 
     La resolución judicial es el acto procesal proveniente de un tribunal, mediante el cual 
resuelve las peticiones de las partes, o autoriza u ordena el cumplimiento de determinadas 
medidas. Dentro del proceso, doctrinariamente se le considera un acto de desarrollo, de 
ordenación e impulso o de conclusión o decisión. Las resoluciones judiciales requieren cumplir 
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determinadas formalidades para validez y eficacia, siendo la más común la escrituración o 






     El diccionario jurídico Guillermo de Cabanellas de Torres nos da las siguientes definiciones:  
 
“Dictamen, opinión, parecer propio. | Máxima, aforismo, dicho moral o filosófico. | Decisión 
extrajudicial de la persona a quien se encomienda resolver una controversia, duda o dificultad. | 
Resolución judicial en una causa. | Fallo en la cuestión principal de un proceso. | El más solemne de los 
mandatos de un juez o tribunal, por oposición a auto o providencia (v.). | Parecer o decisión de un 
jurisconsulto romano. La palabra sentencia procede del latín sintiendo, que equivale a sintiendo; por 
expresar la sentencia lo que siente u opina quien dicta. Por ella se entiende la decisión que 
legítimamente dicta el juez competente, juzgando de acuerdo con su opinión y según la ley o norma 
aplicable. | ABSOLUTORIA. Aquella que, por insuficiencia de pruebas o por falta de fundamentos 
legales que apoya en la demanda o la querella, desestima la petición del actor o rechaza la acusación, 
que produce a favor del reo (demandado en lo civil y acusado o procesado en lo criminal) la liberación 
de todas las restricciones que la causa haya podido significar en su persona, derechos y bienes. | 
COLECTIVA. Decisión legítimamente pronunciada por el juez, al juzgar de acuerdo con su opinión, y 
que alcanza a cuantos se encuentren en las mismas condiciones, aun cuando no hayan participado 
directamente en el litigio. Tal definición, aunque exacta, no basta para fijar la verdadera naturaleza de 
la sentencia colectiva en el Derecho Laboral, donde alcanza su expresión más completa; y a que, en las 
demás jurisdicciones, los efectos de la cosa juzgada son más restringidos. En lo laboral, la sentencia 
colectiva constituye el fallo dictado por juez competente para fijar normas generales de regulación de 
trabajo, con efectos, por tanto, similares a los del pacto colectivo (v.). | CONGRUENTE. La acorde y 
conforme con las cuestiones planteadas por las partes, y a las admita o rechace, condenando o 
absolviendo. | DE REMATE. La dictada en el juicio ejecutivo (v.), para proceder a la venta de los bienes 
embargados, y hacer pago al acreedor ejecutante. | DEFINITIVA. Del verbo definire, terminar, es 
aquella, según Caravantes, por la cual el juez resuelve terminando el proceso; la que, con vista de todo 
lo alegado y probado por los litigantes sobre el negocio principal, pone fin a la controversia suscitada 
ante el juzgador. | EJECUTORIADA. La que ha pasado en autoridad de cosa juzgada, la sentencia firme, 
por no caber contra ella sino el recurso extraordinario de revisión. | La que ha sido ejecutada. | "EXTRA 
PETITA". La resolución judicial que falla sobre una cuestión no planteada. | INDETERMINADA. 
Sistema jurídico penal, definido por Jiménez Asúa como aquel según el cual la naturaleza o duración de 
la pena no se fija previa y rigurosamente, sino en vista de la individualidad del reo o sujeto peligroso a 
quien se aplica, con posibilidad de reducirla en extensión y severidad por la enmienda del culpable, o 
mantenerla y aun agravarla por su mala conducta y persistencia en reacciones antisociales. | 
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INTERLOCUTORIA. Del latín inter y locutio, mientras se habla o discute, o decisión intermedia. Según 
Caravante, la que pronuncia el juez en el transcurso del pleito, entre su principio y fin, sobre algún 
incidente o artículo de previo pronunciamiento, para preparar la sentencia definitiva. | NULA. La dada 
contra ley en la forma o en el fondo, una vez que un juez o tribunal superior así lo declara; luego de lo 
cual lo revoca o remite a la autoridad competente para nueva tramitación y fallo. 
 
 
Sentencia Declarativa:  
 
 
     Resolución judicial que se limita a declarar la existencia de un derecho o a establecer la 
condición legal o la interpretación de una ley o instrumento. 
 
 
     Es vinculante, pero se distingue de otras sentencias o dictámenes judiciales en que no 
incluye elementos de ejecución (una orden de hacer algo); en cambio, simplemente declara 
o define los derechos que hay que respetar o las conductas que deben evitar los litigantes, 
o expresa la opinión del tribunal sobre un punto de derecho controvertido 




Sentencia Constitutiva:  
 
 
     En palabras de Castañeda Santos (2008) 
 
“Son aquellas que producen por sí misma un cambio jurídico, es decir, la creación, 
modificación o extinción de una relación jurídica. Se pretende, con ellas, que se produzca 
un estado jurídico que antes no existía. 
    Las Sentencias Constitutivas de Derecho se diferencian de las Sentencias Declarativas, 
porque estas rigen hacia el futuro, a partir de la creación, modificación o extinción de la 




Sentencia de Condena:  
 
 
     En la sentencia de condena se impone una situación jurídica al demandado, o sea, se le 
asigna a éste una obligación. El actor persigue una sentencia que condene al demandado a una 
determinada prestación ( dar, hacer o no hacer algo). Desde luego, toda sentencia, aún la 
condenatoria es declarativa, pero la de condena requiere un hecho contrario al derecho, y por 
eso la sentencia condenatoria tiene una doble función: no solo declara el derecho, sino que 







     Suprema autoridad. | Mando superior. | Manifestación que distingue y caracteriza al Poder 
del Estado por la cual se afirma su superioridad jurídica sobre cualquier otro poder, sin aceptar 
limitación ni subordinación que cercene sus facultades ni su independencia dentro de su 
territorio y posesiones. | Fuente del poder público. | Independencia nacional. | Calidad o 






      Cabanellas nos dice: 
 
 “Convenio, contrato, | Por antonomasia, convención internacional, suscrita por dos o más 
príncipes o gobiernos. En Derecho Internacional Público se denomina así el acuerdo entre 
varios Estados que persiguen fines diferentes y que conciertan diversos intereses estatales 
de carácter particular para cada uno.” 
 
 
     El artículo 2, literal a), de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados nos indica 
que: 
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 “se entiende por "tratado" un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y 
regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más 





     Con la incorporación a la legislación adjetiva ecuatoriana de un procedimiento especial e 
independiente para tramitar el reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones 
judiciales extranjeras, podrá ser posible la efectiva aplicación de los tratados y convenios 






2.3.1. Variable Independiente: 
 
Inexistencia de un procedimiento independiente dentro de la normativa adjetiva ecuatoriana, que 




2.3.2. Variable dependiente: 
 
     Inaplicabilidad de los tratados y convenios internacionales ratificados por el Ecuador en 




3.1. Tipos de investigación 
 
     La investigación empleada para el desarrollo del presente proyecto de titulación es de 
carácter cualitativa, cuantitativa y aplicada: 
 
     Cualitativa referida a establecer las razones, circunstancias y consecuencias sobre las cuales 
se desarrolla una inadecuada tramitación de procesos de reconocimiento y ejecución de 
decisiones judiciales extranjeras por parte de los órganos jurisdiccionales competentes; 
cuantitativa a través de medios estadísticos e investigación de campo, para la obtención de 
porcentajes e inclinaciones de conducta respecto de la percepción del problema y de la 
aceptación de la propuesta por parte de un conglomerado social; y, aplicada en el hecho de que 
los resultados obtenidos de los dos tipos anteriores, justifican el cumplimiento del objetivo 
planteado, llevando a la práctica la inclusión al nuestra normativa procesal civil de un 
procedimiento específico que regule los procesos de reconocimiento y ejecución de resoluciones 
judiciales extranjeras.  
 
 
     La cantidad, calidad y confiabilidad de la investigación viene dada del estudio de las 
circunstancias que conllevan el problema, de tendencias legislativas internacionales enfocadas 
en resolver un problema de similar naturaleza, y de los criterios y posturas de entendidos en la 
cooperación judicial internacional, así como de aquellas personas que se encuentran 
involucradas en los procesos de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras.  
 
 
3.1.1. Investigación Bibliográfica 
 
     Establecida como la primera etapa del proceso de investigación, constituye la base de nuestro 
proyecto de titulación y fuente de conocimiento de las demás investigaciones; por medio de la 
investigación bibliográfica realizamos el estudio de las distintas corrientes doctrinarias y 
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tendencias legislativas respecto al reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, así 
como el estudio comparativo de las diferentes legislaciones internacionales que ofrecen en sus 
marcos legales un proceso específico para tramitar el reconocimiento y la ejecución. La 
aplicación de la investigación bibliográfica implicó el estudio de convenios internacionales, 
códigos, leyes, libros, publicaciones, tesis, monografías y demás, con relación a las tendencias 
doctrinarias que nos hablan del reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras, 
y a los distintos sistemas y tipos que aplican los Estados de la comunidad internacional 
recogidos en sus legislaciones.  
 
 
3.1.2. Investigación de Campo 
 
     Relacionada al estudio y análisis físico, personal y directo de los elementos y fuentes que 
componen el problema, a fin de evidenciar que la falta de un proceso específico que regule el 
reconocimiento y la ejecución de decisiones extranjeras, provoca una pluralidad de criterios por 
parte de los órganos jurisdiccionales nacionales y una inconformidad de los ciudadanos usuarios 




3.1.3. Investigación Histórica 
 
     Empleada con el fin de obtener las circunstancias que generan el problema desde su génesis 
y desarrollo, ubicadas en un contexto legal, socio económico e histórico; así, el estudio 
realizado a al reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales en el Ecuador,  es de carácter 
regresivo con el objeto de establecer los motivos que producen el crecimiento del problema 
dentro de la función judicial. El proceso investigativo histórico conllevó dos frentes, por un lado 
la evolución histórica que ha tenido la cooperación judicial de tercer grado desde principios del 
siglo XX en el mundo; y por otro, la negligencia del Estado ecuatoriano en relación al desarrollo 





3.1.4. Investigación Descriptiva 
 
     Enfocada en describir y detallar los aspectos y características que componen el problema de 
la falta de norma adjetiva relativa al reconocimiento y ejecución, trabajamos sobre realidades 
palpables obteniendo como resultado una interpretación correcta de la heterogeneidad de 
criterios de los órganos judiciales al momento de tramitar procesos de reconocimiento y/o 
ejecución de decisiones judiciales; mediante la investigación descriptiva detallamos el 
fenómeno del crecimiento de causas de reconocimiento y ejecución debida a la alta población 
ecuatoriana migrante que desea obtener una eficacia judicial de decisiones extranjeras.  
 
 
3.1.5. Investigación Experimental 
 
     Aplicada a la clasificación de las personas objeto de la investigación ya sean naturales o 
jurídicas en grupos de estudio, dependiendo su rol e involucramiento con el aspecto judicial, 
legal, diplomático y social, de esta manera pretendemos conocer los criterios y posiciones de 
quienes administran justicia, de los encargados del canalizar diplomáticamente los procesos y de 
los ciudadanos afectados, respecto de la naturaleza del problema, con el fin de medir sus 
reacciones y llegar al cumplimiento del objetivo planteado.   
 
 
3.1.6. Investigación Exploratoria 
 
     Se utilizó la investigación exploratoria debido a que la temática a ser estudiada es poco 
conocida y estudiada en nuestro país, pretendiendo que los resultados se constituyan en una 
primicia de legislación y sobre todo innovación en el área Derecho Procesal ecuatoriano. 
 
 
3.1.7. Investigación Comparada 
 
     Aplicada con el fin de estudiar las instituciones jurídicas que manejan otras legislaciones, las 
cuales servirán de apoyo para la justificación de la inclusión de un procedimiento específico 
dentro de la normativa adjetiva interna, que regule las causas de reconocimiento y ejecución de 
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decisiones judiciales extranjeras, de tal manera que el procedimiento venido producto del 
proyecto de ley reformatoria sea aplicable a nuestro marco legal.  
 
 
3.2.Población y muestra 
 
     El marco investigativo de análisis y estudio está circunscrito a la ciudad de Quito, a un marco 
estimado de 100 personas, de entre las cuales consten administradores de justicia, profesionales 
del Derecho Internacional Privado, funcionarios de la diplomacia ecuatoriana, y usuarios de la 






     La muestra que utilizaré será probabilística estratificada proporcional, partiendo del criterio 
de que todos y cada uno de los elementos de la población tiene la misma probabilidad de formar 
parte de la muestra, sobre la cual se realizara la investigación, muestra que se determinará en 
base a la aplicación de la siguiente fórmula:  
 
 n=           N 
                 __________ 
 
                  E2 (N-1) +1 
 
n= Número de personas de la muestra 
N= Población (100) 
E= Margen de error (0.09) 
 
 
 n=        100 
       __________ 
 




 n=        100 
         ___________ 
 
  1, 8019 
 
 n=    55.4 
 
 
     De acuerdo con la fórmula aplicada, el tamaño de la muestra es de 55 personas, las cuales 
serán escogidas entre juezas y jueces de los órganos jurisdiccionales competentes, divididos 
entre jueces de la Corte Provincial de Justicia y autoridades judiciales de primera instancia, 
profesionales del Derecho Internacional Privado, funcionarios del Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana, y usuarios de la administración de, así como la población en 




     Los métodos de investigación empleados para el desarrollo del presente proyecto de 
titulación son:  
 
 
3.3.1. Método Jurídico Sistémico 
 
     Prioritariamente, la investigación irá estructurada en base al método jurídico sistémico, el 
cual consiste en el estudio de las instituciones jurídicas que conforman y caracterizan a la 
cooperación judicial internacional, el Derecho Internacional Privado y el Derecho Procesal; el 
estudio se enfoca especialmente en aquellas normas e instituciones que se especializan y 
justifican la existencia de un procedimiento especial para tramitar las causas de reconocimiento 
y ejecución de decisiones judiciales extranjeras. Esta investigación conlleva el estudio y la 
agrupación del aspecto legal, judicial y diplomático del reconocimiento y ejecución frente a la 
carencia normativa del Ecuador que conlleva a la inaplicabilidad de los tratados internacionales 




3.3.2. Método Jurídico Exegético  
 
     Secundariamente, empleando el método jurídico exegético, la investigación se desarrolla con 
la interpretación objetiva de las disposiciones y normas que conforman la cooperación judicial 
internacional, esencialmente la de tercer grado, es decir el reconocimiento y ejecución de 
sentencias extranjeras; conlleva además el análisis de aquellos elementos que debe contener un 
procedimiento que regule el reconocimiento y la ejecución y su aplicabilidad en el sistema 
judicial ecuatoriano; de igual manera, consiste en un análisis de la norma constitucional, civil, 
procesal e internacional,  relacionada a la cooperación judicial internacional de tercer grado, con 
el fin de buscar y obtener las reformas necesarias, o crear la normativa correspondiente, a fin 
lograr la inclusión de un nuevo procedimiento que regule las causas de reconocimiento y 
ejecución, para que así, puedan ser aplicables las disposiciones contenidas en tratados 
internacionales relativos al estudio investigativo. 
  
 
3.3.3. Método Descriptivo 
 
     Recurriendo al método descriptivo, la investigación se enfoca en el análisis legal, judicial, 
procesal y social,  de aquellos aspectos que justifican la existencia de un procedimiento 
autónomo para tramitar las causas de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras en el Ecuador, describe además los instrumentos internacionales que contienen los 
principios del reconocimiento y la ejecución y su relación con la Cooperación Judicial 
Internacional, el Derecho Internacional Privado y el Derecho Procesal; especialmente se 
pretende justificar que la inclusión de este procedimiento autónomo en la norma adjetiva 
ecuatoriana, es necesaria debido a la inaplicabilidad de nuestro sistema judicial de los tratados 
internacionales pertinentes al ramo. 
 
3.3.4. Método Científico 
 
     La aplicación del método científico es fundamental para el cumplimiento del objetivo 
trazado, ya que tiene por objeto la producción de conocimientos basados en la empírica y en 
pruebas de razonamiento, en nuestro caso, basados en la dificultad que tienen nuestro órganos 
jurisdiccionales al momento de tramitar las causas de reconocimiento y ejecución de decisiones 
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judiciales extranjeras, para lo cual se deberá implementar un procedimiento específico para la 
tramitación de las mencionadas causas, este proceso si bien sería nuevo en nuestro marco legal 
procesal, varias legislaciones internacionales ya lo han desarrollado para facilitar la aplicación 
de la ley por parte de sus autoridades judiciales; con esto, pretendemos comprobar nuestra 
hipótesis de que la incorporación a la legislación adjetiva ecuatoriana de un procedimiento 
especial e independiente para tramitar el reconocimiento y la ejecución de sentencias y 
resoluciones judiciales extranjeras, permite una efectiva aplicación de los tratados y convenios 
suscritos por el Ecuador en esta materia por parte de las autoridades judiciales competentes en 









     Establecida como una de las actividades fundamentales que conlleva la investigación, pues 
hace referencia al acercamiento directo o indirecto al problema planteado para investigación, 
cuyo fin es el obtener información real del objeto o fenómeno a estudiar; en nuestro caso, 
mediante la observación podemos evidenciar la diversidad de criterios de nuestras autoridades 
judiciales competentes al momento de conocer los procesos de reconocimiento y/o ejecución de 
decisiones judiciales extranjeras lo que produce una inaplicabilidad en nuestro territorio de los 





     La entrevista será aplicada hacia aquellas personas vinculadas directamente con la 
administración de justicia, y la tramitación de procesos de reconocimiento y ejecución, con el 
fin de obtener su postura frente a la necesidad de regular mediante un procedimiento el 
reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras; de igual manera, a  autoridades 
y funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana; y, abogados con 
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conocimiento de Derecho Internacional Privado y Cooperación Judicial Internacional, con la 
finalidad de tener su criterio frente a una eventual inclusión a nuestra ley adjetiva de un proceso 





     La encuesta será dirigida en una primera instancia, al público común (usuarios del sistema 
judicial), que tienen una noción de la realidad normativa del país respecto de reconocimiento y 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras o que se han visto perjudicados al no poder hacer 
valer sus derechos emanados de una resolución judicial de origen foráneo a causa de la 
pluralidad de criterios en el sistema de justicia de nuestro país.  
 
 
3.4.4. Visita Domiciliaria 
 






     El cuestionario será la base sobre la cual se realicen las entrevistas y encuestas, consistirá de 
preguntas cerradas, relacionadas a los temas en cuestión y cuyas respuestas y gráficas 
porcentuales servirán como base para el direccionamiento de la normativa a crear. 
Específicamente, el cuestionario irá dirigido hacia altos funcionarios públicos cuyas 
competencias recaerían la tramitación del reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales 








     Los instrumentos de investigación de carácter cuantitativo, empleados para llevar a cabo el 
presente proyecto de titulación son:  
 
 
3.4.6.1.Diario de Campo 
 
     Por medio del diario de campo se registraron todos aquellos hechos susceptibles de 
interpretación, suscitados a lo largo de la investigación, con el fin de analizar las experiencias y 
posteriormente sistematizar los hechos que serán tomados como información relevante para el 
desarrollo del presente proyecto de titulación.  
 
 
3.4.6.2.Formulario del Cuestionario 
 
     El formulario del cuestionario permitió recabar información, tanto en testimonios como en 
posturas de personas allegadas al tema de estudio, ya sea al problema en sí o a sus derivados, 
con el fin almacenar dicha información, analizarla y plasmarla en el desarrollo del presente 
proyecto de titulación.  
 
 
3.5. Recolección de la Información 
 
     La recolección de la información fue realizada a través de entrevistas, cuestionarios, 
publicaciones, testimonios, y sentencias judiciales referentes al problema objeto del presente 





3.6. Procesamiento y Análisis de la Información 
 
     Los datos obtenidos del proceso de investigación y recolección de datos serán procesados y 
analizados a través de cuadros y gráficas porcentuales los cuales demuestren la inclinación de 
una u otra respuesta respecto a la encuesta realizada; de igual manera, las versiones, 
declaraciones y entrevistas que fueron realizadas a personas involucradas con el tema del 
reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras, serán tomadas como base para 
la elaboración y cumplimiento del objetivo principal planteado. Finalmente, a través de diseños 
experimentales, se irá estructurando el proyecto investigativo, siguiendo la interpretación de 
datos antes descrito, junto con un estudio cualitativo y cuantitativo de la legislación 
internacional, con el fin de obtener una normativa clara, actual y sobretodo aplicable respecto al 
ámbito de cooperación judicial internacional de tercer grado en el Ecuador.   
 
 
     Además, el procesamiento y análisis de la información consistió en:  
 
 
 Estudio y elaboración del proyecto de titulación.  
 Recolección de la información.  
 Determinación de temas y subtemas.  
 Aplicación de técnicas e instrumentos de investigación con el fin de obtener 
información que sustente la aplicabilidad de nuestro proyecto de titulación.  
 Entrevistas y cuestionarios a expertos.  
 Análisis e interpretación de datos.  
 Elaboración del informe final.  
 Creación del proyecto de Ley reformatoria al Código de Procedimiento Civil.   




ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE DATOS 
 
     Los datos obtenidos dentro del proceso investigativo del proyecto de titulación fueron 
recolectados mediante una encuesta dirigida a un universo con afinidad en su desarrollo 
académico y profesional dentro del Derecho Internacional, y que, por ende, asuma un 
conocimiento básico sobre el reconocimiento de decisiones judiciales extranjeras en el Ecuador; 
a más de ello, el proceso investigativo comprendió la realización de entrevistas a personas que 
por su categorización, conocimiento y profesión tienen mayor conocimiento sobre el 
funcionamiento del sistema judicial y la aplicación de la Cooperación Judicial Internacional.  
 
 
4.1. Formulario Nº 1 
 
     La encuesta realizada comprende siete preguntas cerradas obligatorias y una pregunta abierta 
opcional, y está destinada a establecer el nivel de percepción del individuo respecto a la 
situación procesal del Ecuador en lo referente al reconocimiento y ejecución de resoluciones 
judiciales extranjeras; y, su inclinación y posible aceptación hacia una propuesta de reforma a la 
ley procesal ecuatoriana.  
 
 
     El cuestionario comprendió las siguientes preguntas:  
 
1. ¿Cree usted que la Cooperación Judicial Internacional es necesaria para el 
desarrollo de las relaciones internacionales del Ecuador con otros Estados? * 
 







2. ¿Qué nivel de relevancia tiene para usted el reconocimiento y ejecución de 
resoluciones judiciales extranjeras, en el marco de la cooperación judicial 
internacional? * 
 
Por favor elige una opción: 
 






3. A su criterio. ¿Es necesario que el Ecuador aplique eficientemente el principio 
internacional de Eficacia Extraterritorial de Resoluciones Judiciales 
Extranjeras?* 
 





4. ¿Considera usted que las autoridades judiciales ecuatorianas aplican 
correctamente los convenios internacionales ratificados por el Ecuador, respecto 
del reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras? * 
 






5. ¿Cuál cree usted que es la principal causa por la cual los órganos judiciales 
competentes no aplican correctamente los tratados internacionales relativos al 
reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras?* 
 
Por favor elige una opción: 
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Falta de conocimiento de los jueces respecto de la materia. 
Problemas estructurales del sistema judicial ecuatoriano. 
Inexistencia de una norma procesal que regule las causas de reconocimiento y ejecución de 
decisiones judiciales extranjeras. 
 
 
6. ¿Considera usted necesaria la incorporación a la norma adjetiva ecuatoriana de 
un procedimiento autónomo que regule las causas de reconocimiento y ejecución 
de resoluciones judiciales en Ecuador?* 
 





7. ¿Estaría usted de acuerdo con presentar a la Asamblea Nacional un proyecto de 
ley reformatoria al Código de Procedimiento Civil, en la cual se implemente un 
proceso para regular las causas tanto de reconocimiento como de ejecución de 
resoluciones judiciales extranjeras?* 
 






8. ¿Qué otra posible solución considera usted pertinente para subsanar los 
problemas de legales y procesales en torno al reconocimiento y ejecución de 








4.1.1. Análisis e interpretación de resultados 
 
     A la pregunta: 1: ¿Cree usted que la Cooperación Judicial Internacional es necesaria para el 
desarrollo de las relaciones internacionales del Ecuador con otros Estados?:  
 
Tabla 1 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
SI 54 94.7% 
NO 
3 5.3% 
TOTAL  57 100% 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
Gráfico 1 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
 
Análisis e interpretación:  
 
     Los resultados obtenidos nos demuestran que el 94,7% del universo al cual fue dirigido la 
encuesta y puesto en consideración considera a la Cooperación Judicial Internacional como un 
factor muy importante en las relaciones internacionales del Ecuador con otros Estados, lo cual 
refleja que su criterio en las preguntas siguientes reflejará una inclinación positiva a la 
cooperación judicial internacional.   
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     A la pregunta 2: ¿Qué nivel de relevancia tiene para usted el reconocimiento y ejecución de 
resoluciones judiciales extranjeras, en el marco de la cooperación judicial internacional?:  
Tabla 2 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
MUY RELEVANTE 36 63.2% 
RELEVANTE 
20 35,09% 
POCO RELEVANTE 0 0% 
SIN RELEVANCIA 1 1,75% 
TOTAL  57 100% 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
Gráfico 2 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 
 
Análisis e interpretación:  
     En cuanto a la relevancia que tiene el reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras, dentro de la Cooperación Judicial Internacional, el 63,16% de los encuestados lo 
considera muy relevante; así como el 35,09% lo considera relevante. De lo anotado podemos 
interpretar que para el universo investigado el reconocimiento y ejecución de fallos extranjeros 
es de elemental importancia para cumplir los fines de la Cooperación Judicial Internacional, ya 
que apenas el 1,75% del universo encuestado cree que no tiene relevancia el reconocimiento y 
ejecución.  
     El porcentaje mayoritario beneficia la confiabilidad y resultados de la encuesta, 
puesto que el universo que lo integra se ve de cierta manera inclinada al principio de 
cooperación judicial entre Estados para mantener óptimas relaciones internacionales.  
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     A la pregunta 3: A su criterio. ¿Es necesario que el Ecuador aplique eficientemente el 
principio internacional de Eficacia Extraterritorial de Resoluciones Judiciales Extranjeras?: 
 
Tabla 3 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
SI 53 93.0% 
NO 4 7.0% 
TOTAL  57 100% 




Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
     Conforme el porcentaje de respuestas obtenidas, se puede apreciar que para el 92,98% de los 
encuestados, el principio internacional de eficacia extraterritorial de resoluciones judiciales 
extranjeras tiene plena vigencia dentro de la Comunidad Internacional, por lo cual el Ecuador, 
debe establecer medios y estructuras jurídicas para poder aplicar correctamente éste principio  y 




     A la pregunta 4: ¿Considera usted que las autoridades judiciales ecuatorianas aplican 
correctamente los convenios internacionales ratificados por el Ecuador, respecto del 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras?: 
 
Tabla 4 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
SI 10 17,54% 
NO 47 82.46% 
TOTAL  57 100% 




Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
 
 
Análisis e interpretación:  
 
 
     De los  Resultados obtenidos en esta pregunta podemos vislumbrar que más del 80% del 
universo encuestado se encuentra inconforme con la actuación judicial ecuatoriana en los 
procesos de reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras. Lo anotado nos 
hace reflexionar que existe un problema de fondo que no permite la correcta actuación por parte 
de nuestra justicia en el ámbito de cooperación judicial internacional. 
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A la pregunta 5: ¿Cuál cree usted que es la principal causa por la cual los órganos judiciales 
competentes no aplican correctamente los tratados internacionales relativos al reconocimiento y 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras?: 
 
Tabla 5 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
FALTA DE CONOCIMIENTO DE LOS 
JUECES RESPECTO A LA MATERIA 16 28,07% 
PROBLEMAS ESTRUCTURALES DEL 
SISTEMA JUDCIAL 10 17,54% 
INEXISTENCIA DE UNA NORMA 
PROCESAL QUE REGULE LAS 
CAUSAS DE RECONOCIMIENTO Y 
EJECUCIÓN 31 54,39% 
TOTAL  57 100% 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
Gráfico 5 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 
 
Análisis e interpretación: 
 
     Los resultados en la presente pregunta nos muestran que el 54,9% de los sujetos 
involucrados perciben a la falta de norma procesal como el principal problema que 
obstaculiza la correcta aplicación de los convenios internacionales ratificados por el 
Ecuador en el ámbito del reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras. Sin embargo es menester especificar que un importante porcentaje de los 
encuestados (28.07%) considera que  la causa principal de la inadecuada aplicación de 
los convenios internacionales en mención, es la falta de conocimiento que tienen los 
jueces ecuatorianos en la materia de estudio. 
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     A la pregunta 6: ¿Considera usted necesaria la incorporación a la norma adjetiva 
ecuatoriana de un procedimiento autónomo que regule las causas de reconocimiento y ejecución 
de resoluciones judiciales en Ecuador?:  
 
Tabla 6 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
SI 54 94,74% 
NO   3 5,26% 
TOTAL  57 100% 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
Gráfico 6 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 
 
Análisis e interpretación:  
 
     De los resultados de esta pregunta se desprende la gran urgencia e importancia que alcanza 
para el 94,74% de los encuestados, la implementación de una norma procesal que regule las 
causas de reconocimiento y ejecución de fallos judiciales extranjeros. 
 
     De los resultados en mención podemos interpretar que nuestra ley adjetiva, específicamente 
nuestro Código de Procedimiento Civil, contiene grandes vacíos procesales en relación al 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales foráneas, por lo cual sería necesario 




     A la pregunta 7: ¿Estaría usted de acuerdo con presentar a la Asamblea Nacional un 
proyecto de ley reformatoria al Código de Procedimiento Civil, en la cual se implemente un 





OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
SI 
54 94,74% 
NO 3 5,26% 
TOTAL   57 100% 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 
Gráfico 7 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 
 
Análisis e interpretación:  
 
     En concordancia con la pregunta anterior, los resultados obtenidos en la presente, nos 
muestran que del igual manera el 94,74% de los involucrados en la encuesta apoyan la iniciativa  
de presentar a la Asamblea Nacional un proyecto de Ley Reformatoria al Código de 
Procedimiento Civil, en el cual se implemente un proceso independiente que regule las causas 
de reconocimiento y de ejecución de fallos judiciales foráneos. 
 
     De lo anotado podemos apreciar que el presente proyecto es factible, puesto que tiene un 
apoyo casi es su totalidad por el universo involucrado, lo cual denota un apoyo popular a la 
iniciativa de reforma legal. 
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    A la pregunta: ¿Que otra posible solución considera usted pertinente para subsanar los 
problemas de legales y procesales en torno al reconocimiento y ejecución de resoluciones 
judiciales extranjeras en el Ecuador? 
 
Tabla 8 
OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE % 
CAPACITACIÓN A 
LOS JUECES 26 65% 
OTRAS 
SOLUCIONES  14 35% 
TOTAL  40 100% 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano 
Gráfico 8 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 
 
Análisis e interpretación:  
     La presente es una pregunta abierta y no obligatoria; sin embargo alcanza gran importancia 
vislumbrar que el 65% de los involucrados en esta pregunta, consideran como una solución 
alternativa a la planteada en el presente proyecto de titulación, una adecuada capacitación a los 
jueces que conforman el sistema judicial ecuatoriano. 
     Lo mencionado nos indica que un proyecto de ley reformatoria al Código de Procedimiento 
Civil, para implementar un procedimiento que regule el reconocimiento y la ejecución de 
decisiones judiciales extranjeras es insuficiente si no va de la mano con una adecuada 
capacitación a las autoridades judiciales y demás funcionarios de la justicia ecuatoriana respecto 




Capacitación a los jueces en







4.2.1. Entrevista al Doctor Eduardo Andrade Racines 
 
Juez Provincial de la Sala Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. 
 
 A su criterio. ¿Qué problemas presenta la administración de justicia para 
reconocer y ejecutar decisiones judiciales extranjeras? 
 
     El problema fundamental radica en la falta de normativa. La norma no solo debe ser dirigida 
al juez, esta debe ser dirigida al entendimiento del usuario de la justicia. Dentro de esta 
normativa debe diferenciarse claramente entre una solicitud y una demanda, ya que en el  actual 
Código Orgánico de la Función Judicial no se determina la petición de reconocimiento debe 
cumplir o no los requisitos de la demanda, y si así fuera, qué requisitos son aplicables y cuales 
no lo son. 
 
 Desde la publicación del Código Orgánico de la Función Judicial (2009), en donde 
se le otorga la competencia a las salas especializadas en razón de la materia de las 
Cortes Provinciales de Justicia, para conocer las causas de reconocimiento de 
sentencias extranjeras, ¿qué dificultades a presentado las salas de Corte Provincial 
de Justicia de Pichincha al momento de aplicar la ley y reconocer (o no reconocer) 
una decisión extranjera? 
 
     En realidad, para los jueces provinciales no es tan complicado como para los jueces de 
primer nivel. El problema consiste en que el juez provincial reconoce o no una decisión judicial 
extranjera a su sana crítica, los jueces de primera instancia tienen que obedecer la disposición 
del superior, como lo hagan es el problema de establecer un procedimiento de ejecución, no se 
establece si existe o no impugnación, si la impugnación se la hace el momento del 
reconocimiento o de la ejecución. 
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 Teniendo como precedente que le Ecuador no contempla un procedimiento 
específico para el reconocimiento y ejecución de sentencias judiciales, ¿Cuál cree 
usted que es el procedimiento que deben seguir los jueces provinciales y los de 
primera instancia para reconocer y ejecutar, respectivamente, una resolución 
judicial extranjera? 
 
     Es necesario aclarar que si existe un procedimiento para la ejecución, que es el ejecutivo, lo 
que no existe es un procedimiento para el reconocimiento, los jueces provinciales solo 
reconocen no ejecutan. 
 
 ¿Cree usted necesaria la implementación de un procedimiento específico dentro de 
la ley adjetiva ecuatoriana para tramitar las causas de reconocimiento y de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? Explique. 
 
     Como lo manifesté anteriormente, si existe procedimiento de ejecución lo que no existe el 
procedimiento de reconocimiento, éste último es necesario para el los jueces provinciales 
tengamos una herramienta jurídica que nos respalde al momento de reconocer o rechazar una 
decisión extranjera. Teniendo en cuenta que toda resolución judicial tiene que ser debidamente 
motivada conforme a nuestra Constitución. 
 
 ¿En el caso hipotético de que se creara un procedimiento especial para tramitar el 
reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, cuál cree usted que debe ser 
el procedimiento idóneo para este tipo de procesos? 
 
     Lo ideal en este procedimiento sería que se detalle expresamente que requisitos deben 
cumplir la resolución extranjera y la solicitud de reconocimiento presentada ante la Corte 
Provincial de Justicia. 
 
 ¿Considera usted que el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales 
extranjeras, tiene que ser a petición del interesado o de oficio, por petición a través 
del canal diplomático respectivo, del Estado de donde emana la decisión judicial? 
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     Por motivo de precautelar la tutela judicial efectiva, el juez provincial podría conocer las 
causas de reconocimiento de las dos formas; sin embargo  la petición de reconocimiento, a 
través del canal diplomático, otorga mayor seguridad y confianza al juez de la autenticidad de la 
resolución que se busca su reconocimiento. 
 
 ¿Qué otras alternativas de carácter jurídico y procesal cree usted necesarias para 
la correcta aplicación del principio de eficacia extraterritorial de resoluciones 
judiciales extranjeras, contemplado en la Convención Interamericana de Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros? 
 
     Creo es necesario añadir a la reforma que se está planteando la responsabilidad que tendrían 
los jueces provinciales respecto de las resoluciones extranjeras que reconocen, cumpliendo así 
con el mandato constitucional de que toda resolución judicial debe ser cumplida. 
 
 ¿Está usted de acuerdo que como propuesta del presente proyecto investigativo se 
presente a la Asamblea Nacional como iniciativa ciudadana un proyecto de Ley 
Reformatoria al Código de Procedimiento Civil en el cual se incorpore un 
procedimiento especial que regule las causas tanto de reconocimiento como de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? 
 
     Estoy de acuerdo para el caso del reconocimiento, pero no para el de la ejecución porque 








4.2.2. Entrevista a la Abogada Patricia Elizabeth Gibbons Parra 
 
Directora de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana. 
 
 A su criterio. ¿Qué problemas presenta el Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana para canalizar el reconocimiento y ejecución decisiones 
judiciales extranjeras a las autoridades judiciales competentes en el Ecuador? 
 
     El problema radica básicamente en el desconocimiento de los jueces ya que no saben 
cómo llevar adelante este tipo de procedimientos y Convenios Internacionales. Por otra 
parte los Convenios que el Ecuador ha ratificado, en materia de reconocimiento y ejecución 
son únicamente para los países de América, no existen Tratados suscritos con Estados de 
otros continentes. 
 
 ¿Cree usted necesaria la implementación de un procedimiento específico dentro de 
la ley adjetiva ecuatoriana para tramitar las causas de reconocimiento y de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? Explique. 
 
     Definitivamente, como todo procedimiento judicial, éste debe encontrarse normado. De 
be estar dentro de alguna norma adjetiva, en la cual se determinen plazos, documentación, 
formas de resolver, lo que se va a revisar, cuando procede o no el reconocimiento y la 
ejecución. Estoy totalmente de acuerdo siempre y cuando se adecue a los principios de 
asistencia judicial recíproca internacional. 
 
 ¿En el caso hipotético de que se creara un procedimiento especial para tramitar el 
reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, cuál cree usted que debe ser 
el procedimiento idóneo para este tipo de procesos? 
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     Podríamos tomar como ejemplo el procedimiento contencioso general, que se lo aplica a los 
procesos de restitución internacional de menores, que es el tipo de procedimiento por medio del 
cual nuestros jueces resuelven las causas de restitución. Sin embargo un procedimiento más 
adecuado por la naturaleza de los procesos reconocimiento y ejecución que se resolvió en otro 
país en el cual no vamos a discutir lo que se resolvió; más bien se analizan formalidades 
procesales y de regularidad. Por lo cual debería determinarse un procedimiento especial, donde 
se establezca con claridad, qué documentación se debe presentar, los plazos para resolver y de 
qué manera se va a proceder con la ejecución de la sentencia. 
 
 ¿Considera usted que el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales 
extranjeras, tiene que ser a petición del interesado o de oficio, por petición a través 
del canal diplomático respectivo, del Estado de donde emana la decisión judicial? 
 
     Este punto hay que analizarlo desde dos puntos de vista. Si bien la naturaleza del 
reconocimiento y ejecución de una sentencia extranjera consiste en la petición de un Estado a 
otro, a través del órgano jurisdiccional competente, para que le otorgue eficacia a una resolución 
judicial dictada por éste. Sin embargo velando por el principio celeridad procesal y de tutela 
judicial efectiva, se debe permitir que la petición también pueda ser presentada por la parte 
interesada, sin recorrer el camino del canal diplomático. Siempre y cuando los documentos se 
encuentren debidamente autenticados o apostillados, para los países miembros del Convenio de 
La Haya sobre la Apostilla. 
  
 ¿Qué otras alternativas de carácter jurídico y diplomático cree usted necesarias 
para la correcta aplicación del principio de eficacia extraterritorial de resoluciones 
judiciales extranjeras, contemplado en la Convención Interamericana de Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros? 
    
     Una alternativa, que garantizaría la plena eficacia de una resolución judicial extranjera, 
podría ser la eliminación de autoridades por las cuales deba pasar el proceso de reconocimiento; 
es decir, que los tramites de reconocimiento y ejecución entre autoridades judiciales, sin 
necesidad de pasar ninguna otra autoridad administrativa. 
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 ¿Está usted de acuerdo que como propuesta del presente proyecto investigativo se 
presente a la Asamblea Nacional como iniciativa ciudadana un proyecto de Ley 
Reformatoria al Código de Procedimiento Civil en el cual se incorpore un 
procedimiento especial que regule las causas tanto de reconocimiento como de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? 
 
     Estoy de acuerdo con la inserción de un procedimiento para las causas de reconocimiento y 
ejecución; sin embargo considero que de manera alternativa se debería implementar un 








 La Globalización, vista como un fenómeno económico y social imperante en la 
actualidad, obliga a que las instituciones jurídicas evolucionen sus principios y 
postulados, en busca del bienestar social, por lo cual los preceptos caducos de soberanía 
no deben impedir la armonía internacional en el ámbito judicial, específicamente a la 
eficacia extraterritorial de las resoluciones judiciales. 
 
 
 Siendo los tratados internacionales las normas de regulación jurídica internacional, el 
análisis del reconocimiento y ejecución de las resoluciones judiciales extranjeras debe 




 Los Tratados Internacionales en la materia, facultan a los estados contratantes para que 
en base a los lineamientos trazados por esos instrumentos, se configure un proceso de 
reconocimiento y ejecución de sentencias y laudos arbitrales extranjeros.  
 
 
 Con la ratificación de la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de 
Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros, el Ecuador adquirió el 
compromiso de normar y regular un proceso de reconocimiento y ejecución conforme a 
los principios contemplados en la mencionada convención.  
 
 
 El sistema de regularidad de la resolución judicial extranjera comprende el conjunto de 
requisitos  mínimos exigidos por la ley para que dicha resolución pueda ser reconocida 
sin que se tenga que revisar el fondo de la misma.  
  
 
 El Artículo 143 del Código Orgánico de la Función Judicial y el artículo 414 del Código 
de Procedimiento Civil no constituyen una normativa suficiente para regular los 
procesos de reconocimiento y ejecución  de resoluciones judiciales extranjeros. El 
Ecuador necesita un procedimiento específico que regule dichos trámites. 
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 La resolución 227-2001 de la Corte Suprema de Justicia, que plantea un juicio ordinario 
para tramitar los procesos de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras, se encuentra en total oposición a los principios de cooperación judicial 
internacional y eficacia extraterritorial de resoluciones extranjeras, por cual no debe ser 
tomada en cuenta por los órganos jurisdiccionales ecuatorianos. 
 
 
 A consecuencia de la falta de un procedimiento para tramitar las causas de 
reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras, las autoridades 
judiciales no tienen un criterio homogéneo respecto del procedimiento a seguir, lo cual 
ha producido resoluciones contradictorias por parte de los jueces nacionales. 
 
 
 Las autoridades judiciales ecuatorianas carecen de un amplio conocimiento en materia 
de cooperación judicial internacional, lo cual se evidencia en las resoluciones dictadas 




 Por todo lo expuesto; el principio de eficacia extraterritorial de resoluciones judiciales 
extranjeras, contemplado en la Convención Interamericana de 1979, no es plenamente 
aplicado en el Ecuador; así como tampoco se garantiza el principio constitucional de 




 El Ecuador debe implementar de manera prioritaria un procedimiento específico, dentro 
del Código de Procedimiento Civil, para tramitar los procesos de reconocimiento y 
ejecución de resoluciones judiciales extranjeras, lo que le permitirá adecuarse a las 




 Tomando como referencia los sistemas de reconocimiento y de ejecución estudiados en 
el presente proyecto de titulación, se recomiendo implementar,  los sistemas de 
“reconocimiento por homologación” y “ejecución de plano”, con el primero se 
precautela la los requisitos de regularidad, el derecho de defensa de las partes y la 
soberanía del Estado; mientras que con el segundo se obtiene una ejecución ágil y 
efectiva, adecuando este proceso al principio constitucional de celeridad procesal. 
 
 
 Complementariamente a la implementación de un procedimiento para el reconocimiento 
y ejecución, se debe establecer, a través del Consejo de la Judicatura, un sistema de 
capacitación continua a las autoridades y funcionarios judiciales, respecto del 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras, para que puedan 




 Se recomienda además, impulsar al Gobierno ecuatoriano, para que suscriba Convenios 
Internacionales, en materia de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras, con países distintos a los suscriptores de la Convención Interamericana de 
1979 y el Código Sánchez de Bustamante. Principalmente con los Estados que tienen 
gran afluencia migratoria de ciudadanos ecuatorianos, como son España, Italia, Estados 
Unidos, entre otros. 
 
 
 Finalmente se recomienda impulsar, como Estado ecuatoriano, la creación de un 
instrumento internacional regional, enmarcado en los postulados y procedimientos del 
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Reglamento Reglamento (CE) No 44/2001 de la Unión Europea de 22 de diciembre de 







Inclusión de un procedimiento especial en el Código de Procedimiento Civil ecuatoriano 





     La propuesta presentada se justifica  en razón de que  el Ecuador debe adecuarse a las 
tendencias modernas de integración jurídica y eficacia extraterritorial de  decisiones judiciales, 
postulados contemplados dentro del marco legal de la Comunidad Internacional. Es importante 
también porque con esta ley reformatoria se garantiza  la tutela judicial efectiva, tanto para 
extranjeros como para ecuatorianos, cumpliendo así con el principio constitucional de igualdad 
jurídica sin ningún tipo de distinción. 
 
 
     Con la elaboración de este proyecto de ley reformatoria se busca beneficiar a los usuarios del 
sistema judicial ecuatoriano, quienes son los directamente afectados por la discrepancia de 
criterios jurídicos que existe entre las distintas judicaturas en relación al reconocimiento y 
ejecución de resoluciones judiciales extranjeras. 
 
 
     Si se logra incorporar en nuestra legislación un procedimiento especial que regule el 
reconocimiento y ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras, se provocaría un 
impacto favorable en las relaciones internacionales, ya que así se cumpliría uno de los fines más 






5.2.Objetivos de la Propuesta 
 
5.2.1. Objetivo general 
 
 Implementar un procedimiento específico en el Código de Procedimiento Civil 
ecuatoriano para la tramitación tanto de reconocimiento como de ejecución de 
fallos judiciales extranjeros.  
 
 
5.2.2. Objetivos específicos 
 
 Establecer un procedimiento que regule específicamente las formalidades y 
procedimientos que deben cumplirse para reconocer una sentencia extranjera.  
 
 
 Crear un procedimiento para ejecutar las sentencias de condena que hayan sido 
previamente reconocidas.  
 
 
 Facultar a los jueces ecuatorianos de la posibilidad de conocer causas de 
reconocimiento y ejecución ya sea a petición del interesado o a través del canal 
diplomático correspondiente, utilizando la figura del exhorto o carta rogatoria. 
 
 
 Evitar la pluralidad de criterios entre los diferentes órganos judiciales en el 
Ecuador respecto del procedimiento a seguir en causas de reconocimiento y de 







5.3.Ubicación sectorial y física de la Propuesta 
 
     Por su naturaleza, y en función del efecto territorial de las leyes dada por el Art. 13 del 
Código Civil (2005), la ubicación sectorial y física de la propuesta comprende todo el territorio 
nacional y a todos sus habitantes, en especial a los usuarios de la justicia ecuatoriana y a los 
órganos jurisdiccionales competentes para el reconocimiento y ejecución de decisiones 





Mapa físico de la República del Ecuador:  
 







5.5.Características del Universo 
 
     El universo al cual va destinado la propuesta, está dirigido y enfocado a los usuarios del  
sistema judicial, específicamente aquellos necesitan que sus derechos adquiridos por decisiones 
judiciales extranjeras, tengan plena vigencia en el Ecuador y a los integrantes de la función 
judicial, quienes necesitan una herramienta procesal adecuada para poder otorgar plena eficacia 







     Principalmente, serán beneficiarios directos de la aplicación de la propuesta los ciudadanos 
ecuatorianos y extranjeros que quieran hacer valer sus derechos emanados de una resolución 
judicial extranjera y necesitan que los efectos jurídicos de dicha resolución tengan plena 





     El principal beneficiario indirecto de la aplicación de la propuesta es el sistema judicial 
ecuatoriano, ya que la autoridades judiciales tendrán una herramienta jurídica procesal por 
medio de la cual puedan aplicar correctamente la Convención Interamericana sobre Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, el Código de Derecho 
Internacional Privado Sánchez de Bustamante y los demás instrumentos internacionales 
pertinentes en la materia. 
 
 
     Es también beneficiario indirecto, de la materialización de la propuesta, el Gobierno 
ecuatoriano, ya que al optimizar la cooperación judicial internacional con otros países, se 
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5.6.1. Factibilidad interna 
 
     La factibilidad interna de la propuesta viene dada principalmente del procedimiento definido 
en la Ley reformatoria a la Ley al Código de Procedimiento Civil, respecto a la implementación 
del procedimiento para el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales extranjeras; 
el implantar un procedimiento claro, expedito y sobre todo aplicable, así como establecer claras 
competencias y requisitos mínimos tanto para el reconocimiento como para la ejecución, son 
aspectos claves para afirmar que la propuesta es factible y en consecuencia cumple con los 
objetivos planteados; es decir, la factibilidad interna está sujeta a la aplicabilidad de la norma 
que establezca las bases y procedimientos sobre los cuales se reconoce y ejecuta una decisión 
judicial extranjera.  
 
 
5.6.2. Factibilidad externa 
 
     La factibilidad externa de la propuesta se refiere principalmente a la adecuación del 
procedimiento que se desea incorporar a la Código de Procedimiento Civil a los postulados y 
principios que contienen la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de 
Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, el Código de Derecho Internacional Privado 
Sánchez de Bustamante y la costumbre internacional relacionada al reconocimiento y ejecución 
de decisiones judiciales extranjeras; es decir, el procedimiento a implementarse debe estar en 
armonía con la norma internacional mencionada y la Constitución de la República del Ecuador 





5.7.Descripción de la propuesta 
 
     La propuesta consiste en dotar a la administración de justicia ecuatoriana, de un mecanismo 
procesal por el cual sea factible el reconocimiento y la ejecución de decisiones judiciales 
foráneas. Para lo cual se impone la necesidad de un proyecto de ley reformatoria al Código de 
Procedimiento Civil, en el cual se incorpore un capítulo  destinado exclusivamente a regular el 
procedimiento de reconocimiento y de ejecución de decisiones judiciales extranjeras.  
 
 
5.7.1. Proyecto de Ley Reformatoria al Código de Procedimiento Civil 
 
Considerando:   
 
 
     Que, el artículo 9 de la Constitución de la República determina que las personas extranjeras 




     Que, por mandato constitucional, los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma 
individual o colectiva ante las autoridades competentes, en base a derechos de igualdad, no 
discriminación, acceso gratuito a la justicia, tutela efectiva imparcial y expedita, debido proceso 




     Que, el artículo 75 de la Constitución de la República, garantiza la tutela judicial efectiva, 
bajo los principios de inmediación y celeridad procesal y determina una sanción por el 
incumplimiento de una resolución judicial; 
 
 
     Que, el artículo 416, numeral 1 de la Constitución de la República proclama la 
independencia e igualdad jurídica de los Estados, la convivencia pacífica y la autodeterminación 




     Que, el preámbulo de la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las 
Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros determina que la administración de justicia en los 
Estados americanos requiere su mutua cooperación para los efectos de asegurar la eficacia 
extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales dictados en sus respectivas jurisdicciones 
territoriales; 
     Que, el artículo 143 del Código Orgánico de la Función Judicial y el artículo 414 del Código 
de Procedimiento Civil, no son normas suficientes para aplicar el principio internacional de 
eficacia extraterritorial de resoluciones judiciales extranjeras en el Ecuador; 
 
 
     Que, el artículo 84 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la Asamblea 
Nacional y todo órgano con potestad normativa tienen la obligación de adecuar, formal y 
materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y 
tratados internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o 
de las comunidades, pueblos y nacionalidades; 
 
 
     Que, acorde lo establecido por el numeral 6 del artículo 120 de la Constitución de la 
República del Ecuador es deber y atribución de la Asamblea Nacional el ejercer la Función 
Legislativa y aprobar y reformar normas generales de interés común;  
 
 




LEY REFORMATORIA AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL 
 
 
Art. 1.- Refórmese el Art. 413, el mismo que dirá lo siguiente:  
 
 
     “Son títulos ejecutivos: la confesión de parte, hecha con juramento ante juez competente; la 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; la copia y la compulsa auténticas de las 
escrituras públicas; los documentos privados reconocidos ante juez o notario público; las letras 
de cambio; los pagarés a la orden; los testamentos; las actas judiciales de remate o las copias de 
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los autos de adjudicación debidamente protocolizados, según el caso; las actas de transacción u 
otras que contengan obligaciones de dar o hacer alguna cosa; las resoluciones judiciales dictadas 
por una autoridad jurisdiccional extranjera que contengan obligaciones de dar o hacer alguna 
cosa  y que hayan sido previamente reconocidas por la autoridad judicial ecuatoriana 
competente conforme al procedimiento establecido en el presente Código; y los demás 
instrumentos a los que leyes especiales dan el carácter de títulos ejecutivos.”. 
Art. 2.- Deróguese el artículo 414. 
 
 
Art. 3.- A continuación del artículo 978 agréguese la siguiente sección:  
 
Sección (…) 
DEL RECONOCIMIENTO Y LA EJECUCIÓN DE RESOLUCIONES JUDICIALES 
EXTRANJERAS 
 
Art. (…).- Son susceptibles de reconocimiento y ejecución en el territorio ecuatoriano las 
resoluciones judiciales dictadas por una autoridad jurisdiccional extranjera, que obliguen a  dar 
o hacer alguna cosa; mientras que las resoluciones extranjeras que contengan únicamente 
disposiciones declarativas y/o constitutivas de derechos serán susceptibles de reconocimiento 






Art. (…) Concepto: El reconocimiento es un proceso mediante el cual se otorga a una resolución 
judicial, dictada en territorio extranjero,  los efectos de cosa juzgada material y ejecutoriedad, 
con la finalidad de que alcance plena vigencia dentro del Estado ecuatoriano. 
 
 
Art. (…) Requisito de Regularidad: Las resoluciones judiciales extranjeras se reconocerán si no 
contravinieren  a la Constitución y a la normativa ecuatoriana vigente.  
 
 
Las resoluciones provenientes de Estados partes de un convenio, bilateral o multilateral 
ratificado por el Ecuador en materia de reconocimiento, serán reconocidas aplicando los 
requisitos contemplados en dicho acuerdo. 
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A falta de tratados o convenios internacionales, se cumplirán los siguientes requisitos: 
 
a) Que la resolución se encuentre revestida de las formalidades externas necesarias para que sea 
considerada auténtica en el Estado ecuatoriano; 
b) Que la resolución jurisdiccional y los documentos anexos, estén debidamente traducidos al 
idioma Castellano; 
c) Que la resolución se encuentre debidamente apostillada o legalizada; 
d) Que la autoridad judicial que dictó la resolución tenga competencia para conocer y juzgar el 
asunto de acuerdo con la ley del país donde fue dictada; 
e) Que el demandado haya sido citado o notificado en legal y debida forma; 
f) Que se haya asegurado el derecho de defensa de las partes; 
g) Que la resolución se encuentre debidamente ejecutoriada y que tenga fuerza de cosa juzgada 
en el Estado en que fue dictada; 
 
Art. (…) Competencia.- El conocimiento de las causas de reconocimiento de las resoluciones 
judiciales extranjeras, corresponderá a la sala de la corte provincial especializada en razón de la 
materia del distrito del demandado. 
 
Art. (…) Petición de Reconocimiento.- La petición de reconocimiento de una resolución 
extranjera podrá ser pedida, como exhorto, por la autoridad judicial del Estado requirente a 
través del canal diplomático respectivo o por la parte interesada mediante una solicitud a la sala 
competente. 
La petición de reconocimiento presentada por la parte interesada se sujetará, en lo que fuere 
pertinente, a los requisitos establecidos para la demanda en el artículo 67 del presente Código. 
 
Art. (…) Citación: Una vez presentada la petición de reconocimiento, la Sala competente de la 
Corte Provincial respectiva dispondrá, si fuere el caso, la citación de la persona contra quien se 
hará valer la resolución judicial extranjera, en el lugar señalado para el efecto. Una vez citada la 
persona, ésta tendrá el término de cinco días para presentar y probar sus oposiciones al 
reconocimiento. 
 
Art. (…).- Transcurrido el término mencionado en el artículo anterior, la sala de la Corte 
Provincial que conoce la causa resolverá en el término de quince días contados desde la fecha de 
citación, y emitirá sentencia aceptando o rechazando el reconocimiento. 
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Art. (…)La resolución extranjera que haya sido reconocida por la Sala de la Corte Provincial de 
Justicia competente, será remitida, en el caso de las resoluciones de condena, al juez de primera 
instancia competente para que se inicie el proceso de ejecución de dicha resolución.  
 
Respecto de las resoluciones extranjeras reconocidas, que contengan únicamente disposiciones 
declarativas y/o constitutivas de derechos, la Sala de la Corte Provincial dispondrá a autoridad 
pertinente su debida ejecución registral para que tenga validez dicha resolución. 
 
Art. (…) Impugnación: La sentencia de reconocimiento de una resolución judicial extranjera 
será susceptible de impugnación exclusivamente en lo relativo al cumplimiento de los requisitos 
de regularidad determinados en el presente Código. No se podrá interponer recurso alguno 
respecto del fondo de la resolución. 
 
Art. (…) Efectos del reconocimiento.- La resolución judicial extranjera que haya sido 
debidamente reconocida, tendrá los mismos efectos de una sentencia ejecutoriada dictada en 
territorio ecuatoriano y se sujetará a las normas determinadas en los artículos 295 y siguientes 




DE LA EJECUCIÓN 
 
Art. (…).-  Concepto.- La ejecución es un procedimiento mediante el cual una resolución 
judicial extranjera, previamente reconocida por la Sala de la Corte Provincial competente, 
alcanza plena eficacia en el Estado ecuatoriano.  
 
Son susceptibles de ejecución aquellas decisiones judiciales extranjeras que tengan como objeto  
la obligación de dar o hacer alguna cosa. Las resoluciones declarativas o constitutivas no son 
susceptibles de ejecución. 
 
Art. (…).-Competencia.- Es competente para ejecutar una resolución judicial extranjera, 
previamente reconocida por el Ecuador,  el juez de primera instancia en razón de la materia, del 
domicilio del demandado. 
 
Art. (…) Petición de  Ejecución.- La petición de ejecución de una resolución judicial extranjera, 
previamente reconocida, será remitida al juez de primera instancia competente, por la Sala de la 
106 
Corte Provincial de Justicia que la reconoció o presentada mediante una solicitud por la parte 
interesada, la cual contendrá lo siguiente: 
 
a) La denominación del órgano jurisdiccional ante el cual se la propone, de acuerdo con la 
materia; 
b) Los nombres y apellidos completos, número de cédula de ciudadanía o pasaporte, 
estado civil, edad, profesión y dirección domiciliaria del actor; 
c) Los nombres y apellidos completos del obligado y la dirección del lugar en donde se lo 
debe notificar; 
d) La identificación de la resolución judicial extranjera reconocida, la cual deberá 
adjuntarse a la solicitud en documento auténtico junto con la respectiva sentencia de 
reconocimiento;  
e)  La petición concreta debidamente fundamentada; y, 
f) Las firmas del solicitante o de su apoderado y de su abogado patrocinador. 
 
 
Art. (…) Inicio de la Ejecución.- Admitida a trámite la solicitud de ejecución prevista en el 
artículo anterior o directamente si fue remitida por  la Sala de la Corte Provincial de Justicia, el 
juez designará, de ser el caso, un perito para la liquidación de capital, intereses y costas en el 
término de cinco días. 
  
Art. (…) Orden de Ejecución.- Recibida la liquidación el juez expedirá la orden de ejecución 
que contendrá: 
a) La identificación precisa de la persona que debe cumplir la obligación; 
b) La determinación de la obligación cuyo cumplimiento se pretende, adjuntando copia de 
la liquidación de ser el caso; y,  
c) La disposición expresa al ejecutado de cumplir con la obligación en el término de cinco 
días, bajo la prevención que de no hacerlo, se procederá a la ejecución forzosa. 
 
La notificación de la orden de ejecución, se la efectuará al obligado en persona o mediante tres 
boletas. 
 
De cumplirse con la obligación se la declarará cumplida y se ordenará el archivo del expediente. 
 
Art. (…) Falta de cumplimiento de la orden de ejecución.-  De no cumplirse la orden de 





          En lo no previsto en la Ley Reformatoria al Código de Procedimiento Civil, se observarán 
en forma supletoria las disposiciones de la Convención Interamericana Sobre Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, del Código de Derecho 
Internacional Privado Sánchez de Bustamante y de los demás tratados internacionales que 






     PRIMERA.- Vacancia Legal.- La presente ley reformatoria entrará en vigencia luego de 




     SEGUNDA.- Trámite de procesos anteriores.- Los procesos de reconocimiento y ejecución 
de resoluciones judiciales extranjeras que se encuentren en trámite a la fecha de vigencia de esta 
Ley Reformatoria, continuarán sustanciándose hasta su conclusión conforme a la normativa 
vigente al momento de su inicio.  
. 
 
5.7.2. Fases del proyecto: 
 
     La aplicación del proyecto de titulación se centra principalmente en tres fases: 
 
 
     La primera fase consiste en la elaboración y promulgación del proyecto de ley reformatoria; 
es decir, compone la creación del procedimiento para conocer las causas de reconocimiento y 
ejecución de resoluciones judiciales extranjeras. Este proyecto normativo cuenta con el sustento 
investigativo del presente proyecto de titulación siendo puesto en consideración de la Asamblea 
Nacional para que lleve a cabo su procedimiento legislativo y en consecuencia lograr que el 




     La segunda fase comprende la implementación progresiva de la Ley Reformatoria en la 
Administración de Justicia ecuatoriana. En coordinación con el Consejo de la Judicatura  se 
adoptarán las medidas administrativas, logísticas y financieras necesarias para la correcta 
aplicación de este nuevo procedimiento, en especial la capacitación a los jueces a nivel nacional 
en relación al reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras  
 
 
     Finalmente, la tercera fase de la aplicación del proyecto de titulación conlleva un estudio del 
desenvolvimiento de las causas de reconocimiento y ejecución tramitadas con el nuevo 
procedimiento implementado y los efectos positivos y negativos que produciría en la 







5.8.Cronograma de actividades 
El cronograma de actividades está sujeto al trámite del Procedimiento Legislativo establecido en la Ley Orgánica de la Función Legislativa, por lo que 
pretendemos que la aplicación de la propuesta cumpla con el siguiente cronograma:  
 
 














































































































































Defensa de Proyecto de Titulación                              
Presentación del Proyecto de Ley                                                         
Calificación del Proyecto de Ley por 
parte del Consejo de Administración 
Legislativa                                                          
Inicio del Tratamiento del Proyecto de 
Ley                                                         
Informe de Comisión Especializada                                                          
Primer Debate ante el pleno de la 
Asamblea Nacional                                                         
Informe de Comisión Especializada 
para Segundo Debate                              
Segundo Debate ante el pleno de la 
Asamblea Nacional                                                          
Sanción u Objeción del Proyecto de 
Ley por parte del Ejecutivo                                                           
Publicación en el Registro Oficial                                                          




     Por la naturaleza de la propuesta, el presupuesto establecido para su aplicación es 
relativamente bajo y está conformado de la siguiente manera:  
 
 
Tabla No. 9 
















Diseñador de Panfletos de 
Promoción y Socialización  
1 $800,00 $800,00 
  SUBTOTAL $800,00 
Material de Difusión   
Panfletos de Socialización 100 $1,50 $150,00 
Panfletos de Promoción   100 $1,50 $150,00 
  SUBTOTAL $300,00 
Gastos Administrativos  
Impresiones 100 $0.10 $10,00 
Resma Papel Bond A4 2 $4,00 $10,00 
PC Portátil 1 $700,00 $700,00 
  SUBTOTAL $718,00 
  TOTAL $1820,00 
 
Elaborado por: Juan Schafry Bejarano. 












     La implementación de procedimiento de reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales 
extranjeras pretende ser beneficioso en el desenvolvimiento de la administración de justicia 
ecuatoriana, sobre todo enfocado a la eficacia de resoluciones extranjeras en territorio 
ecuatoriano; el inmediato impacto es dotar a los jueces ecuatorianos de un mecanismo por los el 
cual se apliquen correctamente los principios de cooperación judicial internacional y eficacia 
extraterritorial de resoluciones extranjeras.  
 
 
     El impacto social consiste en garantizar a los ciudadanos, ecuatorianos o extranjeros, el 
derecho a la tutela judicial efectiva, consagrado en la Constitución de la República, con lo cual 







     La evaluación de los efectos positivos o negativos de la implementación de este nuevo 
procedimiento, en la norma adjetiva ecuatoriana, debe ser implementado y regulado por el 
órgano de control de la función judicial; es decir, por Consejo de la Judicatura. Esta entidad 
deberá analizar en un período de tres años a partir de la reforma el Código de Procedimiento 
Civil, los efectos que ha tenido dicha reforma en la tramitación de los procesos de 
reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras.  
 
 
Esta evaluación contemplará la opinión de las autoridades judiciales y de los usuarios de la 





Anexo 1. Entrevista al Doctor Eduardo Andrade Racines 
 
Juez Provincial de la Sala Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. 
 
 A su criterio. ¿Qué problemas presenta la administración de justicia para 
reconocer y ejecutar decisiones judiciales extranjeras? 
 
El problema fundamental radica en la falta de normativa. La norma no solo debe ser dirigida al 
juez, esta debe ser dirigida al entendimiento del usuario de la justicia. Dentro de esta normativa 
debe diferenciarse claramente entre una solicitud y una demanda, ya que en el  actual Código 
Orgánico de la Función Judicial no se determina la petición de reconocimiento debe cumplir o 
no los requisitos de la demanda, y si así fuera, qué requisitos son aplicables y cuales no lo son. 
 
 Desde la publicación del Código Orgánico de la Función Judicial (2009), en donde 
se le otorga la competencia a las salas especializadas en razón de la materia de las 
Cortes Provinciales de Justicia, para conocer las causas de reconocimiento de 
sentencias extranjeras, ¿qué dificultades a presentado las salas de Corte Provincial 
de Justicia de Pichincha al momento de aplicar la ley y reconocer (o no reconocer) 
una decisión extranjera? 
 
 
En realidad, para los jueces provinciales no es tan complicado como para los jueces de primer 
nivel. El problema consiste en que el juez provincial reconoce o no una decisión judicial 
extranjera a su sana crítica, los jueces de primera instancia tienen que obedecer la disposición 
del superior, como lo hagan es el problema de establecer un procedimiento de ejecución, no se 
establece si existe o no impugnación, si la impugnación se la hace el momento del 
reconocimiento o de la ejecución. 
 
 Teniendo como precedente que le Ecuador no contempla un procedimiento 
específico para el reconocimiento y ejecución de sentencias judiciales, ¿Cuál cree 
usted que es el procedimiento que deben seguir los jueces provinciales y los de 




Es necesario aclarar que si existe un procedimiento para la ejecución, que es el ejecutivo, lo que 
no existe es un procedimiento para el reconocimiento, los jueces provinciales solo reconocen no 
ejecutan. 
 
 ¿Cree usted necesaria la implementación de un procedimiento específico dentro de 
la ley adjetiva ecuatoriana para tramitar las causas de reconocimiento y de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? Explique. 
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Como lo manifesté anteriormente, si existe procedimiento de ejecución lo que no existe el 
procedimiento de reconocimiento, éste último es necesario para el los jueces provinciales 
tengamos una herramienta jurídica que nos respalde al momento de reconocer o rechazar una 
decisión extranjera. Teniendo en cuenta que toda resolución judicial tiene que ser debidamente 
motivada conforme a nuestra Constitución. 
 
 ¿En el caso hipotético de que se creara un procedimiento especial para tramitar el 
reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, cuál cree usted que debe ser 
el procedimiento idóneo para este tipo de procesos? 
 
Lo ideal en este procedimiento sería que se detalle expresamente que requisitos deben cumplir 
la resolución extranjera y la solicitud de reconocimiento presentada ante la Corte Provincial de 
Justicia. 
 
 ¿Considera usted que el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales 
extranjeras, tiene que ser a petición del interesado o de oficio, por petición a través 
del canal diplomático respectivo, del Estado de donde emana la decisión judicial? 
 
 
Por motivo de precautelar la tutela judicial efectiva, el juez provincial podría conocer las causas 
de reconocimiento de las dos formas; sin embargo  la petición de reconocimiento, a través del 
canal diplomático, otorga mayor seguridad y confianza al juez de la autenticidad de la 
resolución que se busca su reconocimiento. 
 
 ¿Qué otras alternativas de carácter jurídico y procesal cree usted necesarias para 
la correcta aplicación del principio de eficacia extraterritorial de resoluciones 
judiciales extranjeras, contemplado en la Convención Interamericana de Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros? 
 
Creo es necesario añadir a la reforma que se está planteando la responsabilidad que tendrían 
los jueces provinciales respecto de las resoluciones extranjeras que reconocen, cumpliendo así 
con el mandato constitucional de que toda resolución judicial debe ser cumplida. 
 
 Está usted de acuerdo que como propuesta del presente proyecto investigativo se 
presente a la Asamblea Nacional como iniciativa ciudadana un proyecto de Ley 
Reformatoria al Código de Procedimiento Civil en el cual se incorpore un 
procedimiento especial que regule las causas tanto de reconocimiento como de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? 
 
Estoy de acuerdo para el caso del reconocimiento, pero no para el de la ejecución porque 




Anexo 2: Entrevista a la Abogada Patricia Elizabeth Gibbons Parra 
 
Directora de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana. 
 
 A su criterio. ¿Qué problemas presenta el Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana para canalizar el reconocimiento y ejecución decisiones 
judiciales extranjeras a las autoridades judiciales competentes en el Ecuador? 
 
El problema radica básicamente en el desconocimiento de los jueces ya que no saben cómo 
llevar adelante este tipo de procedimientos y Convenios Internacionales. Por otra parte los 
Convenios que el Ecuador ha ratificado, en materia de reconocimiento y ejecución son 
únicamente para los países de América, no existen Tratados suscritos con Estados de otros 
continentes. 
 
 ¿Cree usted necesaria la implementación de un procedimiento específico dentro de 
la ley adjetiva ecuatoriana para tramitar las causas de reconocimiento y de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? Explique. 
 
Definitivamente, como todo procedimiento judicial, éste debe encontrarse normado. De be 
estar dentro de alguna norma adjetiva, en la cual se determinen plazos, documentación, 
formas de resolver, lo que se va a revisar, cuando procede o no el reconocimiento y la 
ejecución. Estoy totalmente de acuerdo siempre y cuando se adecue a los principios de 
asistencia judicial recíproca internacional. 
 
 ¿En el caso hipotético de que se creara un procedimiento especial para tramitar el 
reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras, cuál cree usted que debe ser 
el procedimiento idóneo para este tipo de procesos? 
 
Podríamos tomar como ejemplo el procedimiento contencioso general, que se lo aplica a los 
procesos de restitución internacional de menores, que es el tipo de procedimiento por medio 
del cual nuestros jueces resuelven las causas de restitución. Sin embargo un procedimiento 
más adecuado por la naturaleza de los procesos reconocimiento y ejecución que se resolvió 
en otro país en el cual no vamos a discutir lo que se resolvió; más bien se analizan 
formalidades procesales y de regularidad. Por lo cual debería determinarse un procedimiento 
especial, donde se establezca con claridad, qué documentación se debe presentar, los plazos 
para resolver y de qué manera se va a proceder con la ejecución de la sentencia. 
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 ¿Considera usted que el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales 
extranjeras, tiene que ser a petición del interesado o de oficio, por petición a través 
del canal diplomático respectivo, del Estado de donde emana la decisión judicial? 
 
Este punto hay que analizarlo desde dos puntos de vista. Si bien la naturaleza del 
reconocimiento y ejecución de una sentencia extranjera consiste en la petición de un Estado a 
otro, a través del órgano jurisdiccional competente, para que le otorgue eficacia a una resolución 
judicial dictada por éste. Sin embargo velando por el principio celeridad procesal y de tutela 
judicial efectiva, se debe permitir que la petición también pueda ser presentada por la parte 
interesada, sin recorrer el camino del canal diplomático. Siempre y cuando los documentos se 
encuentren debidamente autenticados o apostillados, para los países miembros del Convenio de 
La Haya sobre la Apostilla. 
 
 ¿Qué otras alternativas de carácter jurídico y diplomático cree usted necesarias 
para la correcta aplicación del principio de eficacia extraterritorial de resoluciones 
judiciales extranjeras, contemplado en la Convención Interamericana de Eficacia 
Extraterritorial de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales Extranjeros? 
 
Una alternativa, que garantizaría la plena eficacia de una resolución judicial extranjera, podría 
ser la eliminación de autoridades por las cuales deba pasar el proceso de reconocimiento; es 
decir, que los tramites de reconocimiento y ejecución entre autoridades judiciales, sin necesidad 
de pasar ninguna otra autoridad administrativa. 
 
 ¿Está usted de acuerdo que como propuesta del presente proyecto investigativo se 
presente a la Asamblea Nacional como iniciativa ciudadana un proyecto de Ley 
Reformatoria al Código de Procedimiento Civil en el cual se incorpore un 
procedimiento especial que regule las causas tanto de reconocimiento como de 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras? 
 
Estoy de acuerdo con la inserción de un procedimiento para las causas de reconocimiento y 
ejecución; sin embargo considero que de manera alternativa se debería implementar un 








Anexo 3: Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias y 
Laudos Arbitrales Extranjeros. 
 









Art. 1.- Ratifícase la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las 
Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros. 
 






OSVALDO HURTADO LARREA 




Que en la ciudad de Montevideo, el 8 de Mayo de 1979, el Gobierno del Ecuador suscribió la 
Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales 
Extranjeros; 
 
Que la Cámara Nacional de Representantes, con fecha 15 de Marzo de 1982, aprobó la referida 
Convención; y, 
 
En uso de la facultad que le confiere el literal f) del Art. 78 de la Constitución. 
 
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE EFICACIA  
EXTRATERRITORIAL DE LAS SENTENCIAS Y LAUDOS  
ARBITRALES EXTRANJEROS 
 




Que la administración de justicia en los Estados americanos requiere su mutua cooperación para 
los efectos de asegurar la eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales dictados 
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en sus respectivas jurisdicciones territoriales, han acordado lo siguiente.  
 
Art. 1.- La presente Convención se aplicará a las sentencias judiciales y laudos arbitrales 
dictados en procesos civiles, comerciales o laborales en unos de los Estados Partes, a menos que 
al momento de la ratificación alguno de éstos haga expresa reserva de limitarla a las sentencias 
de condena en materia patrimonial. Asimismo, cualquiera de ellos podrá declarar al momento de 
ratificarla que se aplica también a las resoluciones que terminen el proceso, a las dictadas por 
autoridades que ejerzan alguna función jurisdiccional y a las sentencias penales en cuanto se 
refieran a la indemnización de perjuicios derivados del delito. 
 
Las normas de la presente Convención se aplicarán en lo relativo a laudos arbitrales en todo lo 
no previsto en la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional suscrita 
en Panamá el 30 de Enero de 1975. 
 
Art. 2.- Las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros a que se 
refiere el artículo 1, tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las 
condiciones siguientes: 
 
a. Que vengan revestidos de las formalidades externas necesarias para que sean considerados 
auténticos en el Estado de donde proceden; 
b. Que la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional y los documentos anexos que fueren 
necesarios según la presente Convención, estén debidamente traducidos al idioma oficial del 
Estado donde deban surtir efecto; 
c) Que se presenten debidamente legalizados de acuerdo con la ley del Estado en donde deban 
surtir efecto; 
d) Que el juez o tribunal sentenciador tenga competencia en la esfera internacional para conocer 
y juzgar del asunto de acuerdo con la ley del Estado donde deban surtir efecto; 
e) Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma legal de modo 
sustancialmente equivalente a la aceptada por la ley del Estado donde la sentencia, laudo y 
resolución jurisdiccional deban surtir efecto; 
f) Que se haya asegurado la defensa de las partes; 
g) Que tengan el carácter de ejecutoriados o, en su caso, fuerza de cosa juzgada en el Estado en 
que fueron dictados; 
h) Que no contraríen manifiestamente los principios y las leyes de orden público del Estado en 
que se pida el reconocimiento o la ejecución. 
 
Art. 3.- Los documentos de comprobación indispensables para solicitar el cumplimiento de las 
sentencias, laudos y resoluciones jurisdiccionales son los siguientes: 
 
a. Copia auténtica de la sentencia o del laudo y resolución jurisdiccional; 
b. Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado cumplimiento a los 
incisos e) y f) del artículo anterior; 
c. Copia auténtica del auto que declare que la sentencia o el laudo tiene el carácter de 
ejecutoriado o fuerza de cosa juzgada. 
 
Art. 4.- Si una sentencia, laudo y resolución jurisdiccional extranjeros no pueden tener eficacia 
en su totalidad, el juez o tribunal podrá admitir su eficacia parcial mediante petición de parte 
interesada. 
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Art. 5.- El beneficio de pobreza reconocido en el Estado de origen de la sentencia será 
mantenido en el de su presentación. 
 
Art. 6.- Los procedimientos, incluso la competencia de los respectivos órganos judiciales, para 
asegurar la eficacia a las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros 
serán regulados por la Ley del Estado en que se solicita su cumplimiento. 
 
Art. 7.- La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos. 
 
Art. 8.- La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
 
Art. 9.- La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. 
 
Art. 10.- Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de 
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una o más 
disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y fin de la Convención. 
 
Art. 11.- La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 
 
Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido 
depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
adhesión. 
 
Art. 12.- Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan 
distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención, 
podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se 
aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas. 
 
Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores, que especificarán 
expresamente la o las unidades territoriales a la que se aplicará la presente Convención. Dichas 
declaraciones ulteriores se transmitarían a la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos y surtirán efectos treinta días después de recibidas. 
 
Art. 13.- La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes 
podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de 
depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes. 
 
Art. 14.- El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, 
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto para su 
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registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 
102 de su Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los Estados que hayan 
adherido la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y 
denuncia, así como las reservas que hubiera. También les tramitará las declaraciones previstas 
en el artículo 12 de la presente Convención. 
 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 





















Anexo 4:  Código de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante (Arts. 423-
433) 
 




Registro Oficial Suplemento 153 de 25-nov-2005 
Estado: Vigente 
TITULO DECIMO 
DE LA EJECUCION DE SENTENCIAS DICTADAS  





Art. 423.- Toda sentencia civil o contencioso - administrativa dictada en uno de los Estados 
contratantes, tendrá fuerza y podrá ejecutarse en los demás si reúne las siguientes condiciones: 
 
1.- Que tenga competencia para conocer del asunto y juzgarlo, de acuerdo con las reglas de este 
Código, el juez o tribunal que la haya dictado; 
2.- Que las partes hayan sido citadas personalmente o por su representante legal, para el juicio; 
3.- Que el fallo no contravenga al orden público o al derecho público del país en que quiere 
ejecutarse; 
4.- Que sea ejecutorio en el Estado en que se dicte; 
5.- Que se traduzca autorizadamente por un funcionario o intérprete oficial del Estado en que ha 
de ejecutarse, si allí fuere distinto el idioma empleado; 
6.- Que del documento en que conste reúna los requisitos necesarios para ser considerado como 
auténtico en el Estado de que proceda, y los que requiera, para que haga fe, la legislación del 
Estado en que se aspira a cumplir la sentencia. 
 
Concordancias: 
 CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, Arts. 269, 414 
 
Art. 424.- La ejecución de la sentencia deberá solicitarse del tribunal o juez competente para 
llevarla a efecto, previas las formalidades requeridas por la legislación interior. 
 
Concordancias: 
 CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, Arts. 269, 414 
 
Art. 425.- Contra la resolución judicial, en el caso a que el artículo anterior se refiere, se 
otorgarán todos los recursos que las leyes de ese Estado concedan respecto de las sentencias 




Art. 426.- El juez o tribunal a quien se pida la ejecución oirá antes de decretarla o denegarla, y 
por término de 20 días, a la parte contra quien se dirija y al Fiscal o Ministerio Público. 
 
Art. 427.- La citación de la parte a quien deba oírse se practicará por medio de exhorto o 
comisión rogatoria, según lo dispuesto en este Código, si tuviere su domicilio en el extranjero y 
careciere en el país de representación bastante, o en la forma establecida por el derecho local si 
tuviere el domicilio en el Estado requerido. 
 
Concordancias: 
 CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, Arts. 87 
 CODIGO TRIBUTARIO, Arts. 239 
 CODIGO ORGANICO DE LA FUNCION JUDICIAL, Arts. 144 
 
Art. 428.- Pasado el término que el juez o tribunal señale para la comparecencia, continuará 
la marcha del asunto haya o no comparecido el citado. 
 
Art. 429.- Si se deniega el cumplimiento se devolverá la ejecutoria al que la hubiese 
presentado. 
 
Art. 430.- Cuando se acceda a cumplir la sentencia, se ajustará su ejecución a los trámites 
determinados por la ley del juez o tribunal para sus propios fallos. 
 
Art. 431.- Las sentencias firmes dictadas por un Estado contratante que por sus 
pronunciamientos no sean ejecutables, producirán en los demás los efectos de cosa juzgada 
si reúnen las condiciones que a ese fin determina este Código, salvo las relativas a su 
ejecución. 
 
Art. 432.- El procedimiento y los efectos regulados en los artículos anteriores, se aplicarán 
en los Estados contratantes a las sentencias dictadas en cualquiera de ellos por árbitros o 
amigables componedores, siempre que el asunto que las motiva pueda ser objeto de 
compromiso, conforme a la legislación del país en que la ejecución se solicite. 
 
Art. 433.- Se aplicará también ese mismo procedimiento a las sentencias civiles dictadas en 
cualquiera de los Estados contratantes por un tribunal internacional, que se refieran a 





















Anexo 5: Formato de la Encuesta utilizada 
 
El cuestionario comprendió las siguientes preguntas:  
 
1. ¿Cree usted que la Cooperación Judicial Internacional es necesaria para el 
desarrollo de las relaciones internacionales del Ecuador con otros Estados? * 
 




2. ¿Qué nivel de relevancia tiene para usted el reconocimiento y ejecución de 
resoluciones judiciales extranjeras, en el marco de la cooperación judicial 
internacional? * 
 
Por favor elige una opción 






3. A su criterio. ¿Es necesario que el Ecuador aplique eficientemente el principio 
internacional de Eficacia Extraterritorial de Resoluciones Judiciales 
Extranjeras?* 
 




4. ¿Considera usted que las autoridades judiciales ecuatorianas aplican 
correctamente los convenios internacionales ratificados por el Ecuador, respecto 
del reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras? * 




5. ¿Cuál cree usted que es la principal causa por la cual los órganos judiciales 
competentes no aplican correctamente los tratados internacionales relativos al 
reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales extranjeras?* 
 
Por favor elige una opción 
Falta de conocimiento de los jueces respecto de la materia. 
Problemas estructurales del sistema judicial ecuatoriano. 
Inexistencia de una norma procesal que regule las causas de reconocimiento y ejecución de 
decisiones judiciales extranjeras. 
 
 
6. ¿Considera usted necesaria la incorporación a la norma adjetiva ecuatoriana de 
un procedimiento autónomo que regule las causas de reconocimiento y ejecución 
de resoluciones judiciales en Ecuador?* 
 




7. ¿Estaría usted de acuerdo con presentar a la Asamblea Nacional un proyecto de 
ley reformatoria al Código de Procedimiento Civil, en la cual se implemente un 
proceso para regular las causas tanto de reconocimiento como de ejecución de 
resoluciones judiciales extranjeras?* 
 




8. ¿Qué otra posible solución considera usted pertinente para subsanar los 
problemas de legales y procesales en torno al reconocimiento y ejecución de 





* Respuestas obligatorias.  
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Anexo 6: Proceso de Reconocimiento de una Sentencia española, conocida por la Corte 








































































































































Anexo 7: Proceso de Reconocimiento de una sentencia española, conocido por la Corte 






























































































































Anexo 8. Resolución de la Corte Provincial de Justicia de los Ríos, respecto de un 
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